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DICTAMEN SOBRE EL ANTEPROYECTO DE LEY DE RENTA BÁSICA DE 
INSERCIÓN DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LA REGIÓN DE MURCIA

De acuerdo con las competencias atribuidas a este Consejo por la Ley 3/93, de 
16 de Julio, y de conformidad con lo previsto en su Reglamento de Organización y 
Funcionamiento Interno, el Pleno del Consejo Económico y Social de la Región de 
Murcia, en su sesión celebrada el día 30 de junio de 2006, acuerda aprobar por una-
nimidad el siguiente

D i c t a m e n

I. ANTECEDENTES

Como afirma el Profesor Galiana 
Moreno, miembro del Consejo Económi-
co y Social de la Región de Murcia, en 
el Prólogo al estudio que esta Institución 
dedicó en 2005 al Ingreso Mínimo de 
Inserción1, las bolsas de pobreza y mar-

Con fecha 19 de abril de 2006 tuvo 
entrada en este Consejo el escrito de 
la Excma. Sra. Consejera de Trabajo y 
Política Social por el que solicita, a los 
efectos previstos en los artículos 5 a) de la 
Ley 3/1993, de 16 de junio, y 11.1 a) del 
Reglamento de Organización y Funciona-
miento de este Organismo, la emisión de 
Dictamen sobre el Anteproyecto de Ley 
de Renta Básica de Inserción de la Comu-
nidad Autónoma de la Región de Murcia.

1  En GARCÍA ROMERO, B. (Directora); 
LOSA CARMONA, A. y ESTEBAN YAGO, M. El In-
greso Mínimo de Inserción en la Región de Murcia. 
Consejo Económico y Social de la Región de Murcia. 
Murcia 2005, págs. 7 y 8.
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ginación, con cuya existencia parecemos 
haber aprendido a convivir de manera 
aparentemente insensible, son uno de los 
contrastes más llamativos y lacerantes de 
las cada vez más opulentas sociedades de 
nuestro tiempo. Constituyen, sin duda, 
una notoria injusticia social y plantean 
un reto importante al llamado Estado del 
Bienestar.

En cuanto a situaciones marginales, 
en el estricto sentido del término, quedan 
además fuera de los cauces normales de 
cobertura de las necesidades individua-
les a que atienden los sistemas clásicos 
de Seguridad Social, que, de uno u otro 
modo, restringen su campo de aplicación 
a quienes no son marginales, esto es, a los 
integrados en el sistema. La exigencia de 
derechos que acompaña a la ciudadanía, 
signo de identidad de los Estados desarro-
llados de nuestro tiempo, se aviene mal, 
por otra parte, a que las situaciones de 
exclusión social sean atendidas por peri-
clitadas acciones de mera beneficencia, 
que estuvieron siempre inmersas en el 
ámbito incierto de la discrecionalidad.

Las situaciones de exclusión social 
han experimentado un notable incremento 
tras las crisis del empleo que, con inten-
sidad variable, han venido cíclicamente 
sacudiendo al mundo desde finales de la 
década de los setenta del pasado siglo.

No es por ello de extrañar que en el 
seno de los países europeos, que acuña-
ron el Welfare State, se haya suscitado 
desde hace años la necesidad de garan-
tizar mínimos de subsistencia a quienes, 
por diversas razones, quedan fuera del 
mercado de trabajo y cuyas necesidades 
vitales no pueden, por ello, ser atendidas 

por los sistemas convencionales de pro-
tección social.

La regulación de estos mínimos de 
subsistencia se encuentra hoy generali-
zada en el derecho interno de la mayoría 
de los Estados que configuran la Unión 
Europea y desde la cumbre de Niza, 7 
de diciembre 2000, todos deben elaborar 
con carácter bianual los correspondientes 
planes de acción tendentes a lograr la 
inclusión social de los desfavorecidos. 
Es más, la Carta de los Derechos Funda-
mentales, entonces aprobada y que hoy se 
incorpora al Proyecto de Constitución Eu-
ropea, otorga a todos los ciudadanos de la 
Unión el derecho al apoyo para combatir 
la exclusión social y la pobreza a fin de 
garantizarles una existencia digna.

En nuestro Derecho, como se sabe, 
la respuesta jurídica a la marginación 
social ha discurrido por cauces atípicos, 
no exentos de debates, a veces poco 
comprensibles, sobre la distribución de 
competencias entre el Estado Central y 
las Comunidades Autónomas en materia 
de Asistencia Social. Debates que per-
manecen obstinadamente abiertos y que 
han originado, a la postre, la implantación 
generalizada de un sistema dual en el que, 
no sin interferencias, conviven los pro-
gramas autonómicos de rentas mínimas 
y los sucesivos programas Estatales de-
nominados de Renta Activa de Inserción, 
en vigor desde el año 2000.

Los programas Estatales de Renta 
Activa de Inserción se mueven en la 
dirección de integrar en el concepto de 
Seguridad Social una serie de medidas 
que, en cuanto asistenciales, eran origina-
riamente competencia de las Comunida-
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des Autónomas. Son, por ello, programas 
que aparecen vinculados a situaciones de 
desempleo de especial dificultad, aun-
que instauran una serie de prestaciones 
con un contenido parcial o totalmente 
coincidente con las rentas autonómicas. 
Esta dualidad de sistemas aunque no 
genera una estricta incompatibilidad, sí 
exige una articulación o ensamblaje entre 
ambos niveles de protección (estatal y 
autonómico).

La instauración en España de un 
sistema de renta mínima de inserción 
fue bastante atípica2, porque se llevó a 
cabo por los poderes públicos regionales 
con la oposición del Gobierno central, 
el cual declinó durante mucho tiempo la 
intervención en ese espacio de la protec-
ción social. Ello fue posible gracias a un 
original modelo constitucional de distri-
bución de competencias que permitió, 
con base en la asunción de la Asistencia 
Social como competencia exclusiva de 
las Comunidades Autónomas, regular 
las rentas de inserción en cada ámbito 
territorial respectivo.

El proceso de generalización de las 
rentas de inserción por todo el país ha 
sido bastante rápido, pues tiene lugar en 
el arco temporal que va desde 1989, año 
en el que el País Vasco regula la primera 
renta de inserción, hasta 1995, cuando se 
reconoce un mecanismo de este tipo en 
las Islas Baleares, la última Comunidad 
Autónoma que quedaba sin hacerlo.

Con la excepción del País Vasco, los 
programas de rentas mínimas no nacieron 
de un planteamiento del problema de la 
pobreza extrema y la exclusión social y 
de una reflexión sobre cómo abordarla. En 
muchos casos su instauración se produjo 
por la inercia generada por el peculiar 
proceso político-sindical de negociación. 
En general se aprecia una falta de refe-
rencias políticas claras. Ahora bien, la 
regulación interna no es uniforme, sino 
que se aprecian diferencias considerables 
entre las diecisiete reglamentaciones 
vigentes. En un principio, la regulación 
resultante de las primeras normas autonó-
micas sobre la materia, permite establecer 
una distinción entre tres grandes modelos 
de Programas autonómicos de ingresos 
mínimos de inserción.

El primero y más extendido es el lla-
mado «modelo vasco» el cual, inspirán-
dose en el sistema francés, se caracteriza 
por vincular el disfrute de la prestación 
a la realización de una serie de acciones 
de inserción. Formalmente acogen este 
modelo las siguientes Comunidades Au-
tónomas: País Vasco, Madrid, Aragón, 
Murcia, La Rioja, Cataluña, Castilla y 
León, Galicia, Cantabria y Baleares.

El segundo tipo de regulación está 
representado por aquellas normas que 
establecen un sistema coordinado de 
programas de lucha contra la pobreza y 
la exclusión social, sometido cada uno 
de ellos a condiciones específicas, sin 
que puedan catalogarse como sistemas 
de rentas de inserción en sentido estric-
to. Participan de esta caracterización los 
Programas de Valencia y Canarias, que 
contemplan tres programas diferentes (el 
de Accesibilidad, el de Integración y el 

2  El análisis de las características y evolución de 
los sistemas de rentas mínimas en España se ha extraído de 
GARCÍA ROMERO, B. (Directora); LOSA CARMONA, 
A. y ESTEBAN YAGO, M. El Ingreso Mínimo de Inserción 
en la Región de Murcia, cit. págs. 99 y ss.



4

Dictamen   4/2006

Programa de Prestaciones Económicas 
Regladas).

El último de los modelos regionales 
esta integrado por los programas «de 
empleo social protegido o de salario 
social sudado», que contemplan presta-
ción e inserción con carácter alternativo 
y excluyente, si bien asignan prioridad 
a la vía de garantizar a los demandantes 
de asistencia social un empleo temporal 
de utilidad social, y sólo residualmente, 
cuando esta alternativa no es viable, ofre-
cen una prestación económica periódica. 
Este modelo, que nace en Navarra, se 
aplica también en Andalucía, Asturias, 
en Castilla-La Mancha y en Extremadura. 
No obstante, en Andalucía, tras la reforma 
de la normativa en 1999, se ha producido 
un cambio de la lógica inspiradora del 
Programa, ya que la nueva regulación 
complementa el Ingreso Mínimo de So-
lidaridad con medidas de inserción social 
de las unidades familiares beneficiarias. 
En este sentido, y como principal no-
vedad respecto de la anterior normativa 
reguladora, se articula un compromiso de 
inserción con el objetivo de reforzar la 
integración y responsabilidad familiar en 
los ámbitos del mercado laboral, escola-
rización, salud y vivienda. En la práctica, 
se ha producido un cierto trasvase del 
sistema andaluz hacia el primer modelo 
mencionado.

No obstante la diversidad de progra-
mas, la adscripción de la protección dis-
pensada al ámbito de la Asistencia Social, 
hace que la prestación de renta mínima de 
inserción presente unos rasgos comunes, 
que no dejan de ser los propios de este 
modo de protección social pública:

– Carácter subsidiario o de cierre 
del conjunto de subsistemas de protec-
ción social, tanto legales (de Seguridad 
Social, contributivos o no contributivos, 
de desempleo, etc.), como convencionales 
(alimentos entre parientes, etc.). En otras 
palabras, se trata de una prestación eco-
nómica condicionada a la inexistencia de 
personas obligadas civilmente a prestar 
alimentos, y a la inexistencia de derecho 
a prestaciones de la Seguridad Social 
o de otro régimen público sustitutivo 
equivalente.

– Carácter complementario respec-
to de los recursos económicos de que 
disponga el beneficiario, que limita la 
concesión sólo hasta el importe al que 
alcance la diferencia entre los recursos 
económicos disponibles (cualquiera que 
sea su origen y naturaleza) y la cuantía 
que corresponda de la prestación de 
renta mínima, de ahí que se trate de una 
prestación diferencial, carácter predicable 
también de las pensiones no contributivas 
de la Seguridad Social.

– Carácter personal, siendo en 
consecuencia intransferibles. Son ade-
más, inembargables (por no exceder de 
la cuantía del SMI, de acuerdo con el 
párrafo 21 del art. 1449 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil) y no pueden ser 
objeto de retención ni servir de garantía 
de obligación alguna. En virtud de esta 
nota, tanto el reconocimiento del dere-
cho como las correlativas obligaciones 
recaen en quien ostenta la titularidad de 
la unidad de convivencia. Sin perjuicio 
de ello, la renta mínima tiene también 
un marcado carácter familiar, al ser la 
familia la destinataria de la prestación, 
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lo que se refleja en la distinta cuantía 
según el tamaño de la unidad de con-
vivencia.

– Carácter finalista, circunstancia 
que queda reflejada en un doble aspec-
to: en primer lugar, en la exigencia de 
que la misma se destine a satisfacer las 
necesidades carenciales básicas no sólo 
del beneficiario directo, sino también de 
todos los miembros del hogar familiar 
independiente (carácter alimentario); 
en segundo lugar, y en esto se separa 
de las prestaciones de asistencia social 
«tradicional», en la exigencia de que se 
siga una actividad educativa, profesional 
o educacional a las personas que puedan 
hacerlo en interés de su inserción (pres-
tación de inserción).

– Exige la demostración del estado 
de necesidad. Lo que ocurre es que, 
dado que la situación de necesidad se 
ha objetivado en un determinado ni-
vel de ingresos por debajo del cual se 
considera aquélla existente, la prueba 
del estado carencial se ha convertido, 
por consiguiente, en la prueba del nivel 
de ingresos (prestación no graciable ni 
discrecional).

– Sin perjuicio de la unidad de ges-
tión, se establecen amplios mecanismos 
de participación de los diversos entes 
que están objetivamente interesados en la 
lucha contra la pobreza: ayuntamientos, 
organizaciones profesionales, sindicales, 
culturales, etc.

– Carácter temporal, pues sólo debe 
durar su percepción lo que dure la nece-
sidad grave del sujeto, a quien, además, 
se incita a cooperar activamente al logro 
de su propia autonomía personal.

– La tutela judicial del derecho de 
fondo o del interés legítimo viene atri-
buida no a los órganos del orden social, 
como en el caso de las prestaciones no 
contributivas de la Seguridad Social, 
sino a la jurisdicción contencioso-ad-
ministrativa, igual que en el caso de las 
prestaciones asistenciales clásicas.

– Otra de las notas caracterizadoras 
de los ingresos mínimos de inserción que 
los distingue de otras prestaciones simi-
lares otorgadas por la Seguridad Social 
es el condicionamiento del disfrute de la 
prestación a las disponibilidades presu-
puestarias de acuerdo con las dotaciones 
aprobadas anualmente por las diversas 
Asambleas regionales.

Sin ánimo exhaustivo, tal vinculación 
formal a las consignaciones presupuesta-
rias aparece, por ejemplo, expresamente 
prevista en las normas vigentes en las 
CC.AA. de Murcia (Disp. ad. 2ª, del 
Decreto 65/1998, de 5 de noviembre), 
Canarias (art. 3 Decreto 13/1998, de 5 de 
enero), Cantabria (art. 2 Decreto 75/1996, 
de 7 de agosto), Castilla-La Mancha (art. 
21 Decreto 179/2002, de 17 de diciembre 
de 2002) y La Rioja (art. 5.2 RD 24/2001, 
de 20 de abril).

Este último rasgo introduce un la-
mentable elemento de inestabilidad y 
excepcionalidad en la protección otorga-
da, que impide la consideración del IMI 
como un auténtico derecho subjetivo al 
que pueda tener acceso toda persona que 
reúna los requisitos exigidos (de edad, 
residencia, insuficiencia de rentas, etc.).

Sin embargo, son cada vez más 
numerosos los ejemplos de normativas 
autonómicas que dejan de sujetar el 
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disfrute del derecho a la existencia de 
créditos disponibles. Así, no supeditan el 
reconocimiento del derecho a las dispo-
nibilidades presupuestarias las siguientes 
CC.AA.:

– Asturias: Desde la Ley de Presu-
puestos del Principado de Asturias para 
1997, se admite la posibilidad de adqui-
rir compromisos de gasto plurianual, lo 
que permite planificar las prestaciones 
en dos ejercicios, evitando rupturas en 
la ejecución de los programas. Además, 
en su Plan de Acciones para la Inclusión 
Social, dentro de las acciones previstas 
en relación con su primera línea de in-
tervención, destaca la de incrementar el 
presupuesto en la cantidad necesaria para 
no denegar ninguna solicitud por falta 
de crédito.

– Castilla y León: «La financiación 
de la prestación se arbitrará a través de las 
partidas presupuestarias necesarias para 
atender económicamente esta prestación. 
Dichas partidas podrán ampliarse» (art. 
22 del Decreto 197/2000).

– Galicia: Se ha modificado la dispo-
sición adicional primera de la Ley 1/1999 
para exigir que los presupuestos generales 
de la Comunidad Autónoma incluyan las 
partidas necesarias para la financiación 
de los programas contemplados en la 
citada Ley.

– Navarra: A raíz del reconocimiento 
de la Renta Básica como un derecho, se 
entiende que constituye una obligación 
el contar con una consignación presu-
puestaria suficiente para cubrir todas las 
solicitudes que cumplan los requisitos. 
Así, el Plan de Lucha contra la Exclusión 
Social de Navarra (1998-2005), establece 

lo siguiente: «Se presupuestará la partida 
económica destinada a la renta básica en 
cuantía suficiente» (art. 14). «La línea 
presupuestaria destinada a la prestación 
económica de renta básica tendrá carácter 
ampliable en función de las necesidades» 
(art. 15).

– La Región de Murcia a través del 
Anteproyecto de Ley de Renta Básica 
de Inserción, objeto del presente Dicta-
men, se suma a las Comunidades Autóno-
mas que configuran estas rentas mínimas 
como derechos subjetivos no sujetos, por 
tanto, a las limitaciones derivadas de las 
disponibilidades presupuestarias.

En la regulación vigente relativa al 
tratamiento y prevención de la exclusión 
social de los ciudadanos de la Región de 
Murcia3, se adopta un enfoque integrador, 
en el que la garantía de ingresos mínimos 
de subsistencia, se acompaña de medidas 
destinadas a facilitar la promoción e 
inserción laboral y social de la persona 
y a permitir el acceso a unos niveles de 
vida dignos. Tales medidas adoptan la 
forma de itinerarios de inserción perso-
nalizados. Así pues, al complementar las 
prestaciones económicas con otros recur-
sos del medio social donde se encuentra 
inmerso el ciudadano que las percibe, se 
multiplican los efectos protectores de las 
prestaciones económicas.

No obstante, en el conjunto formado 
por ayudas sociales y servicios técnicos 
(información y orientación, alojamiento, 

3  GARCÍA ROMERO, B. (Directora); LOSA 
CARMONA, A. y ESTEBAN YAGO, M. El Ingreso Mí-
nimo de Inserción en la Región de Murcia, cit. págs. 139 
y ss.
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servicios de ayuda a domicilio y teleasis-
tencia, centros de día…), las prestaciones 
económicas juegan un papel esencial, 
considerándose el instrumento más ren-
table del sistema de protección social.

De acuerdo con este planteamiento, 
en el Plan Regional de Inserción y Pro-
tección Social (en adelante PRIPS), tal 
como está configurado en la actualidad, 
cabe distinguir tres tipos fundamentales 
de prestaciones:

a)  Prestaciones destinadas a ga-
rantizar unos ingresos mínimos 
para la subsistencia de los ciu-
dadanos: Prestación del Ingreso 
Mínimo de Inserción (I.M.I.).

b) Prestaciones dest inadas a 
coadyuvar a la inserción social: 
Ayudas para Programas de In-
serción (A.P.I).

c)  Ayudas dirigidas a la protección 
de los menores, familias, min-
usválidos y personas mayores: 
Ayudas Periódicas de Inserción 
y Protección Social (A.P.I.P.S.); 
Ayudas No Periódicas de In-
serción y Protección Social 
(A.N.P.I.P.S.); Ayudas Periódi-
cas a Personas con Discapacidad 
(A.P.P.D.), Ayudas Individualiza-
das a personas con Discapacidad 
(A.I.P.D.), Ayudas Económicas 
para la Atención de las Personas 
Mayores en el Medio Familiar y 
Comunitario (A.M.A.F.), Ayu-
das Económicas para Personas 
Mayores (A.E.P.M.) y Ayudas 
Especiales para la Atención 
de Circunstancias de Carácter 
Excepcional (antes Ayudas a 

personas en situación de Urgente 
Necesidad).

El Ingreso Mínimo de Inserción na-
ció en nuestra Comunidad Autónoma en 
enero de 1991, como resultado del acuer-
do alcanzado entre UGT y CC.OO. con el 
Gobierno Regional el 30 de abril de 1990. 
Con ello se trató de dar respuesta a las di-
rectrices de la política social comunitaria 
que, desde 1988, venía recomendando a 
los Estados la instauración de un sistema 
de protección social capaz de garantizar 
la cobertura de las necesidades básicas 
de las personas excluidas del sistema 
productivo y protector (empleo y presta-
ciones de Seguridad Social), condicionán-
dose el mantenimiento de la prestación 
económica otorgada, a la participación 
en las medidas de promoción personal 
y social pactadas y expresadas en un 
«Compromiso de Inserción». El Ingreso 
Mínimo de Inserción es una prestación 
económica periódica, complementaria, 
destinada a personas o unidades familia-
res que carezcan de medios económicos 
con que atender sus necesidades básicas, 
con el fin último de facilitar su inserción 
social.

La denominación inicial del conjun-
to del programa fue Plan Regional de 
Inserción Social (Decreto 1/1991, de 10 
de enero). Posteriormente fue reforma-
do y pasó a llamarse Plan Regional de 
Inserción y Protección Social (Decreto 
32/1992, de 30 de abril).

Actualmente, la prestación del Ingre-
so Mínimo de Inserción se halla regulada 
por las siguientes normas:

Decreto 65/1998, de 5 de noviembre; 
Orden de 16 de noviembre de 1994, de la 
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Consejería de Sanidad y Asuntos Sociales 
(BORM nº 224, de 28 de septiembre de 
1994) y por Orden de 2 de septiembre 
de 2002, de la Consejería de Trabajo y 
Política Social, de actualización de la 
cuantía del IMI (BORM, nº 218, de 20 
de septiembre de 2002).

La prestación de Ingreso Mínimo 
obedece a la necesidad de configurar 
un último recurso social de sustitución 
de los ingresos que no se obtienen por 
otros medios. Podrán ser beneficiarios de 
esta prestación las personas o unidades 
familiares que residan en la Región de 
Murcia, y que reúnan los requisitos de 
edad, residencia, insuficiencia de recursos 
económicos, etc. establecidos.

Asimismo, el solicitante de la presta-
ción IMI habrá de suscribir con el Centro 
de Servicios Sociales o Servicios Sociales 
Municipales, correspondiente al lugar 
de residencia del interesado, un Com-
promiso de Inserción para la realización 
de actividades de promoción personal y 
social que contribuyan a la salida de la 
situación de exclusión social. El citado 
acuerdo de inserción recoge las actua-
ciones destinadas a mejorar la autonomía 
social y económica de la persona o unidad 
familiar solicitante del IMI, tales como 
participación en programas de ocupación 
y búsqueda de empleo, escolarización de 
los hijos menores de edad, educación, 
formación y reciclaje o cualificación pro-
fesional, erradicación de la mendicidad, 
etc. o, en su caso, las contraprestaciones 
de servicios o trabajos de utilidad social 
que se establezcan.

De forma más sintética, las medidas 
contempladas en el Compromiso de In-

serción pueden concretarse en alguna de 
las siguientes acciones:

–  Acciones que procuren la rehabilita-
ción personal y familiar, como por 
ejemplo: terapias de desintoxicación, 
apoyo y orientación en el aspecto 
doméstico, atención a los miembros 
de la unidad familiar en situación 
transitoria de discapacidad, refuerzo 
educativo para los menores, etc.

–  Acciones que promuevan la integra-
ción en el medio social.

–  Acciones de motivación para la 
incorporación laboral, orientación 
laboral.

–  Acciones de formación profesional 
(cursos, etc.).

Entre los beneficiarios de la Prestación 
IMI en la Región de Murcia, encontramos 
tres colectivos de personas perfectamente 
diferenciados, pero que comparten entre 
sí sus limitaciones en el acceso al sistema 
de producción (empleo). Tales grupos de 
población son los siguientes:

–  Personas afectadas por una disca-
pacidad importante pero inferior al 
65%.

–  Personas mayores de 50 años y me-
nores de 65 años, sin cualificación 
profesional y con escasas posibilida-
des de acceso al mercado de trabajo.

–  Personas y/o unidades familiares en 
situación de exclusión social, objeto 
preferente de apoyo e intervención, 
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en las que a través de un diagnóstico 
social se detecta alguna de las caren-
cias o necesidades siguientes:

•  Carencias importantes en la co-
bertura de necesidades básicas.

•  Necesidad de normalización del 
medio habitual de convivencia.

•  Escasas habilidades sociales.

•  Necesidad de apoyo psico-so-
cial.

•  Carencias en formación básica.

•  Inexistencia o carencia de for-
mación ocupacional.

•  Desempleo y ausencia de hábitos 
laborales.

•  Escasa participación social.

Los requisitos básicos son los si-
guientes:

–  Residir y estar empadronado en algún 
municipio de la región, al menos 12 
meses antes de presentar la solicitud, 
salvo en el caso de las familias objeto 
de protección de menores.

–  No disponer de ingresos iguales o 
superiores al importe de la presta-
ción que corresponda a cada unidad 
familiar, computada anualmente.

–  No realizar de forma habitual activi-
dad profesional, comercial, industrial 
o laboral, entendiendo como tal 
la regularidad y continuidad en el 
ejercicio de la misma (eventuales 
agrícolas o de la conserva, vendedo-
res ambulantes, empleadas de hogar, 
trabajadores a media jornada…).

–  No tener acceso a prestaciones o 
subsidios por desempleo, ni a pen-
sión o ayuda de análoga naturaleza 
proveniente de la Administración 
Pública.

–  Tener una edad comprendida entre 
25 y 64 años, o entre 18 y 25 años, 
si tiene menores o minusválidos o 
cuando no existan personas legal-
mente obligadas y con posibilidad 
de prestarle alimentos, o, en fin, 
cuando tenga constituido un hogar 
independiente al menos un año antes 
de solicitar el IMI.

–  No formar parte de unidad familiar 
que haya sido perceptora de la pres-
tación IMI durante los 12 meses 
inmediatamente anteriores.

–  Suscribir un Compromiso de Inser-
ción para la realización de activida-
des de promoción personal y social 
con el Centro de Servicios Sociales 
Municipales, correspondiente al lu-
gar de residencia del interesado.

–  Otros requisitos específicos para 
situaciones concretas.

La cuantía de la prestación viene 
establecida por Orden de 2 de septiem-
bre de 2002 (BORM de 20 de septiembre 
de 2002). La citada cuantía es variable 
según la composición de la unidad fa-
miliar, estando sujeta a un tope mínimo 
(70 euros) y a un tope máximo (642 
euros).

Mediante la actualización del impor-
te de la prestación IMI llevada a cabo por 
la mencionada Orden de 2002, se preten-
de garantizar que el tramo inferior de la 
prestación se corresponda, al menos, con 
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el equivalente al importe de la pensión 
no contributiva. Sin embargo, al estable-
cerse normativamente una cantidad fija 
(260 euros), en lugar de fijar su importe 
utilizando un índice de referencia que 
sea objeto de revisión anual (el importe 
del salario mínimo interprofesional, el 
importe del IPREM o de la pensión no 
contributiva), dicha cuantía queda pronto 
desfasada.

La cuantía básica por beneficiario sin 
cargas familiares es igual a 260 euros/
mensuales. Dicho importe se incrementa 
mediante la suma de complementos para 
miembros adicionales, diferentes según la 
posición que se ocupe en el hogar fami-
liar, así como de la condición de adulto 
o de menor que tenga cada miembro 
adicional.

Así, por la primera persona a su 
cargo la prestación se incrementará en 
86 euros, 56 por la segunda y tercera, y 
46 euros por las restantes, hasta un tope 
de 642 euros mensuales. Los citados 
complementos para las personas a cargo 
del beneficiario se aplicarán al 100% 
cuando éstas sean menores de edad, y 
al 50% para el resto de los adultos de la 
unidad familiar.

Además, según el artículo 3 de la 
Orden de 2 de septiembre de 2002, sobre 
actualización de la prestación del ingreso 
mínimo de inserción, al inicio del curso 
escolar, con la mensualidad correspon-
diente al mes de agosto, los perceptores 
de la prestación IMI, recibirán 90 euros 
por cada menor de la unidad familiar en 
edad escolar, siempre que la asistencia 
al colegio o centro de formación esté 
debidamente acreditada con anterioridad. 

Posteriormente, y siempre antes del 15 
de noviembre, los perceptores deberán 
justificar, con facturas o recibos origina-
les, el gasto realizado en la adquisición 
de material escolar, incluido el equipa-
miento para la actividad deportiva. En 
ausencia de tal justificación de la ayuda 
escolar, se podrá deducir el importe que 
corresponda de la cuantía de la prestación 
IMI en una o varias mensualidades. En 
ningún caso el importe a percibir podrá 
ser inferior a la cuantía de la prestación 
básica del IMI.

Respecto de la valoración de los 
ingresos propios del beneficiario o de 
la unidad familiar, el Decreto 65/1998, 
en su Disposición Adicional Primera, 
establece el principio de cómputo global 
de recursos, al señalar que «a los efectos 
previstos en este Decreto y en las Órde-
nes que lo desarrollen, cuando se refiere 
a rentas o ingresos, deberán entenderse 
como tales aquellos que comprendan 
todos los recursos de que dispone la 
persona, la unidad familiar o grupo, tales 
como salarios, pensiones, prestaciones, 
subsidios, rentas provenientes de bienes 
muebles e inmuebles o cualesquiera 
otros».

De forma un poco más concreta, 
la Orden de 16 de septiembre de 1994, 
en sus artículos 9 y 10 explica cómo se 
computan los recursos de la persona o 
la unidad familiar. Así, de acuerdo con 
dichos preceptos, habrá que computar 
salarios, rentas, pensiones, prestaciones 
y subsidios de cualquier naturaleza que 
perciba cualquier miembro de dicha 
unidad familiar, salvo las cantidades 
recibidas por el solicitante o cualquier 
otro miembro de la unidad familiar por 
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los conceptos de becas o ayudas para la 
educación, formación académica y pro-
fesional, ayudas no periódicas de apoyo 
familiar y otras de análoga naturaleza 
(art. 10 Orden de 1994). Tampoco se 
tendrá en cuenta para el cómputo de los 
recursos propios de la unidad familiar el 
importe de la Prestación por hijo a cargo 
menor de 18 años (art. 2.3 Orden de 2 de 
septiembre de 2002).

A tenor de lo dispuesto en el artículo 
9 de la Orden de 1994, tendrán la con-
sideración de recursos aquellos bienes 
muebles o inmuebles sobre los que se 
posea un derecho de propiedad, posesión, 
usufructo o cualquier otro que, por sus 
características, valoración, posibilidad 

de explotación o venta, indique la exis-
tencia de medios suficientes, excepción 
hecha de la vivienda habitual, siempre 
que su valoración catastral no supere 
diez anualidades del Salario Mínimo 
Interprofesional. Idéntica consideración 
tendrán aquellos bienes cuya venta se 
haya realizado en los dos años inmedia-
tamente anteriores.

Por último, el cálculo de los recursos 
propios de la persona o unidad familiar 
será referido a los que disponga efecti-
vamente en el mes de presentación de la 
solicitud y, en aquellos casos en que los 
ingresos sean irregulares, podrá calcular-
se promediando los percibidos durante los 
doce meses anteriores.

II. ESTRUCTURA Y CONTENIDO

El Anteproyecto de Ley de Renta 
Básica de Inserción de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia consta 
de un Preámbulo, 50 artículos estructura-
dos en cuatro títulos, tres disposiciones 
adicionales, tres disposiciones transito-
rias, una Disposición Derogatoria y dos 
disposiciones finales.

El Preámbulo comienza recordando 
que fueron las comunidades autónomas 
las que iniciaron las políticas de rentas 
de inserción como último mecanismo de 
protección social dirigido a personas que 
no tenían derecho a ningún otro tipo de 
prestaciones para conseguir un sistema 
en el que todo ciudadano dispusiera de 
unos recursos mínimos para la subsis-
tencia.

A continuación señala que a pesar del 
desarrollo conseguido existen sectores de 
la población que no logran incorporarse 
al desarrollo social por lo que el esfuerzo 
de cohesión social resulta imprescindible, 
tal y como se recoge en la Estrategia de 
Lisboa acordada por la Unión Europea. 
Asimismo se señala que del contenido del 
artículo 9.2. de la Constitución se deriva 
que los poderes públicos vienen obligados a 
fomentar medidas de empleo y a establecer 
prestaciones económicas que aminoren los 
efectos de la exclusión social en los más 
desfavorecidos.

Asimismo pone de manifiesto que el 
Anteproyecto de Ley de Renta Básica de 
Inserción de la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia da cumplimiento 
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a los acuerdos incluidos en el Pacto por la 
Estabilidad en el Empleo de la Región de 
Murcia de 4 de diciembre de 2002.

De acuerdo con el Preámbulo, la 
norma ha tenido en cuenta la experiencia 
de la prestación del Ingreso Mínimo de In-
serción en el sentido de que no es suficiente 
el apoyo económico sino que también 
son necesarias medidas de apoyo social 
con la finalidad de evitar la cronicidad de 
las situaciones y favorecer la reinserción 
social. Por ello el Anteproyecto reconoce 
a los ciudadanos un doble derecho social: 
el derecho a una prestación económica, la 
Renta Básica de Inserción configurada en 
el ámbito jurídico de los derechos públicos 
prestacionales, para hacer frente a las nece-
sidades básicas de la vida, cuando no pueda 
obtenerlas a través de otros regímenes de 
protección social o del empleo, y el dere-
cho a percibir apoyos personalizados para 
su inserción laboral y social, que se hace 
efectivo mediante el acceso a los programas 
de los servicios sociales y de empleo en el 
marco de los proyectos individualizados de 
inserción. Estos proyectos, señala el Preám-
bulo, suponen una significativa mejora en el 
nivel de protección y están llamados a ser 
un vehículo eficaz para lograr la inserción 
social y laboral de los beneficiarios.

La Renta Básica de Inserción tiene 
carácter subsidiario respecto de otras 
prestaciones y pensiones contributivas y 
asistenciales de la Administración General 
del Estado, compatible con la complemen-
tariedad que se le atribuye respecto a los 
recursos y prestaciones económicas que 
pueda percibir el beneficiario.

Subraya también el Preámbulo que 
la Ley pretende impulsar un modelo trans-

versal de política social, prestando una 
atención preferente a los más excluidos, 
desarrollando mecanismos de coordinación 
interadministrativa que optimicen los re-
cursos y agilicen la gestión y favoreciendo 
la participación, por entender que la lucha 
contra la exclusión es responsabilidad del 
conjunto de la sociedad.

El Preámbulo finaliza resumiendo 
la estructura del Anteproyecto de Ley 
de Renta Básica de Inserción de la 
Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia.

El Título I, Disposiciones Generales, 
incluye los artículos 1 y 2.

El artículo 1 establece que el objeto 
del Anteproyecto es la regulación, con 
el alcance y en los términos establecidos 
en el mismo, del derecho subjetivo a una 
prestación económica denominada Renta 
Básica de Inserción, así como el derecho 
a apoyos personalizados para la inser-
ción laboral y social de los beneficiarios 
incluidos en un proyecto individual de 
inserción social en el ámbito territorial 
de la Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia.

El artículo 2 dispone que podrán ser 
beneficiarios de la Renta Básica de Inser-
ción todas las personas que residiendo en 
la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia reúnan los requisitos establecidos 
en el Anteproyecto. Por su parte, los 
apoyos personalizados incluidos en los 
proyectos individuales para la inserción 
social se prestarán a personas que residan 
legal y habitualmente en la Región de Mur-
cia a fin de prevenir su exclusión social y 
favorecer su incorporación al empleo y su 
integración social.
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El Título II, La Renta Básica de 
Inserción, incluye los artículos 3 a 33 
estructurados en ocho capítulos.

El Capítulo I lleva por título Finali-
dad y Naturaleza y está integrado por los 
artículos 3 y 4.

El artículo 3 dispone que la finalidad 
de la Renta Básica de Inserción (RBI) es 
contribuir a la satisfacción de las necesi-
dades contempladas en el artículo 142 del 
Código Civil y será reconocida a su titular 
con carácter alimenticio, en beneficio de 
todos los miembros de la unidad de convi-
vencia, siendo por ello intransferible y no 
podrá darse en garantía de obligaciones, 
ser objeto de cesión, retención, embargo, 
compensación o descuento y con los límites 
establecidos en la legislación civil aplica-
ble al respecto.

El artículo 4 determina que la RBI 
tendrá carácter subsidiario de las pensiones 
y prestaciones de la misma finalidad que 
pudieran corresponder al titular y a los be-
neficiarios de la misma, siendo obligatorio 
proceder a su solicitud con carácter previo 
a la solicitud de la RBI. Ello no obstante, 
la RBI tendrá carácter complementario de 
los ingresos y prestaciones económicas de 
la unidad de convivencia, hasta el importe 
que corresponda percibir al titular de la 
misma en concepto de prestación básica, 
unida al complemento mensual en función 
de los miembros de la citada unidad de 
convivencia.

El Capítulo II, denominado Titula-
res, beneficiarios y perceptores, abarca 
los artículos 5 y 6.

El artículo 5 dispone que podrán 
ser titulares de la RBI las personas que 

reúnan los requisitos establecidos en el 
Anteproyecto. Por su parte, serán con-
siderados beneficiarios las personas que 
convivan con el titular de la RBI, unidas 
por vínculo de parentesco o similar.

El artículo 6 establece que podrán 
ser perceptores de la Renta Básica de 
Inserción los titulares de la RBI, los 
miembros adultos de la unidad de con-
vivencia u otro familiar del titular y, 
excepcionalmente en las condiciones 
que se determinen reglamentariamente, 
personas ajenas al titular y a su familia, 
preferentemente pertenecientes a Entida-
des colaboradoras de carácter social.

El Capítulo III, rubricado Requi-
sitos de acceso a la prestación, incluye 
los artículos 7 a 9.

El artículo 7 determina que podrán 
ser titulares de la Renta Básica de Inser-
ción las personas en las que concurran 
los siguientes requisitos:

a) Residencia legal en territorio espa-
ñol durante al menos diez años.

b) Empadronamiento en un muni-
cipio de la Región de Murcia y 
residencia efectiva en la misma 
por el tiempo que se determine 
reglamentariamente, que no po-
drá ser inferior a un año.

c) Ser mayor de 25 años y menor de 
65. Se contemplan excepciones 
a este requisito.

d) Constituir una unidad de convi-
vencia independiente.

e) Carecer de recursos económicos 
para hacer frente a las necesida-
des básicas de la vida.



14

Dictamen   4/2006

f) Haber solicitado las prestaciones 
y pensiones de las que la RBI de 
inserción es subsidiaria cuando 
proceda.

g) Participar en los proyectos indi-
viduales de inserción.

Excepcionalmente se podrán excep-
tuar del cumplimiento de algunos requisi-
tos en las condiciones que se determinen 
reglamentariamente. Asimismo se prevé 
que se pueda reconocer el derecho a la 
percepción de la RBI a personas que 
vinieran percibiendo una prestación de 
igual naturaleza en otra Comunidad Autó-
noma que fijen su residencia en la Región 
de Murcia si se encuentra contemplada 
expresamente la reciprocidad.

El artículo 9 considera que existe 
carencia de recursos económicos cuando 
las rentas o ingresos mensuales de los 
que disponga o se prevea que va a dis-
poner el interesado y los miembros de su 
unidad de convivencia, sean inferiores al 
importe de la Renta Básica de Inserción 
que correspondería a la citada unidad, 
de conformidad con lo que se determine 
reglamentariamente.

Asimismo concreta esta situación de 
carencia teniendo en cuenta la existencia 
y condiciones de personas obligadas a 
la prestación de alimentos al solicitante 
y los miembros de su unidad de convi-
vencia.

Finalmente prevé el desarrollo de 
normas reglamentarias para la valoración 
de los recursos económicos con el fin de 
determinar adecuadamente la suficiencia 
de recursos y el subsiguiente importe de 
la prestación de RBI.

El Capítulo IV se denomina Impor-
te, duración y devengo de la prestación 
y abarca los artículos 10 y 11.

El artículo 10 determina que la 
Renta Básica de Inserción estará in-
tegrada por la suma de una prestación 
mensual básica y un complemento 
mensual variable en función de los 
miembros que formen la unidad de con-
vivencia, que serán determinados regla-
mentariamente. No obstante el importe 
de la RBI para la primera persona de la 
unidad de convivencia se establece en 
el 75% del Indicador Público de Rentas 
de Efectos Múltiples vigente (IPREM). 
Por otra parte el importe de la RBI no 
podrá superar al salario mínimo inter-
profesional vigente en cada momento en 
cómputo mensual prorrateado.

Asimismo se establece que los ti-
tulares de la RBI con menores de edad 
percibirán una ayuda económica para 
material escolar.

El artículo 11 establece que el dere-
cho a la percepción de la RBI tiene una 
duración máxima de 12 meses que podrán 
ser prorrogados en las condiciones que se 
determinen reglamentariamente si:

— Cuando exista una limitación fun-
cional que impida o dificulte grave-
mente la incorporación laboral del 
interesado.

— Cuando el desarrollo y evolución del 
proyecto individual de inserción pu-
diera verse afectado negativamente.

Dispone asimismo que una vez 
extinguida la prestación no podrá con-
cederse nuevamente hasta transcurridos 
seis meses. Los efectos económicos de la 
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RBI se producirán desde el día primero 
del mes en el que se dicte la resolución 
aprobatoria.

El Capítulo V, Obligaciones de los 
beneficiarios, está integrado por el artí-
culo 12 que enumera como obligaciones 
de los titulares de la RBI las siguientes:

a) Destinar la prestación económi-
ca a los fines establecidos en el 
artículo 142 del Código Civil.

b) Solicitar la baja en la prestación 
cuando se dejen de reunir los 
requisitos.

c) Proporcionar información veraz 
a la Administración y colaborar 
en su verificación.

d) Participar activamente en la 
ejecución de las medidas conte-
nidas en el proyecto individual 
de inserción.

e) Escolarizar a los menores a su 
cargo.

f) Reintegrar la prestación indebi-
damente percibida.

El Capítulo VI lleva por título 
Modificación, suspensión y extinción 
de la prestación e incluye los artículos 
13 a 18.

El artículo 13 establece la posibili-
dad de modificación de la cuantía de la 
RBI como consecuencia de la variación 
del número de miembros de la unidad de 
convivencia o de los recursos económicos 
que la determinaron.

El artículo 14 regula la posibilidad 
de suspensión de la percepción de la RBI, 
previa audiencia del interesado, durante 

un plazo, que no podrá ser superior a 
seis meses, en los supuestos de pérdida 
transitoria u ocasional de algún requisito, 
realización de un trabajo de duración in-
ferior a seis meses por el que se perciba 
retribución igual o superior a la presta-
ción económica e imposición de sanción 
por dos infracciones leves.

El artículo 15 prevé la suspensión 
cautelar de la percepción de la RBI por un 
plazo máximo de tres meses cuando exis-
tan indicios fundados de concurrencia de 
algunas de las causas de extinción.

El artículo 16 enumera como causas 
de extinción del derecho a la RBI las 
siguientes:

a) Pérdida de alguno de los requi-
sitos establecidos.

b) Fallecimiento del titular de la 
prestación.

c) Renuncia expresa del titular.

d) Mantenimiento de las causas de 
suspensión de la prestación por 
tiempo superior a seis meses.

e) Traslado de residencia efectiva 
fuera de la Comunidad Autóno-
ma de la Región de Murcia.

f) Realización de un trabajo de 
duración superior a seis meses, 
por el que se perciba una retri-
bución igual o superior al de la 
prestación económica.

g) Rechazar una oferta de empleo 
adecuado.

h) Imposición de sanción por rein-
cidencia en más de dos infrac-
ciones leves.
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i) Imposición de sanción por in-
fracción grave o muy grave.

El artículo 17 regula los efectos 
de la suspensión y de la extinción de la 
prestación reconocida disponiendo que 
ambas, así como el período de carencia 
para formular nueva solicitud, deberán 
aplicarse evitando al máximo la despro-
tección de las personas que formen parte 
de la unidad de convivencia.

El artículo 18 dispone que la sus-
pensión o extinción de la prestación 
económica no conlleva el mismo efecto 
respecto de las medidas de inserción pre-
vistas en el Título III del Anteproyecto, 
con el fin de promover la inserción social 
y laboral y prevenir posibles situaciones 
de inserción social.

El Capítulo VII, denominado Pro-
cedimiento para el reconocimiento de 
la prestación, está integrado por los 
artículos 19 a 23.

El artículo 19 regula la iniciación del 
procedimiento determinando los lugares 
de presentación de la solicitud por los 
interesados, que deberá ir acompañada 
de los documentos que se determinen 
reglamentariamente.

El artículo 20 contiene las dispo-
siciones relativas a la instrucción del 
procedimiento, disponiendo que los Cen-
tros de Servicios Sociales realizarán de 
oficio los actos de instrucción necesarios 
para la determinación, conocimiento y 
comprobación de los datos en virtud de 
los cuales deba pronunciarse la resolu-
ción. Una vez completada y verificada 
la documentación se remitirá la solicitud 
al Instituto de Servicios Sociales de la 

Región de Murcia para su valoración y 
posterior resolución.

El artículo 21 regula la actividad del 
ISSORM en la valoración de la solicitud, 
determinando que el órgano competente 
deberá resolver en el plazo de dos meses 
desde la fecha de entrada en el citado 
organismo. En caso de no producirse 
resolución expresa se entenderá denegada 
la solicitud.

El artículo 22 regula el régimen de 
recursos administrativos y jurisdicciona-
les mediante la remisión a la legislación 
vigente en la materia.

El artículo 23 contiene la obliga-
ción de las Administraciones Públicas 
de adoptar la medidas oportunas que 
garanticen la confidencialidad de los da-
tos suministrados por los solicitantes de 
la Renta Básica de Inserción. Asimismo 
establece el deber de secreto para todos 
los organismos y personas que interven-
gan en cualquier actuación referente a 
la RBI respecto a los datos personales 
y la identidad de los destinatarios de la 
misma.

El Capítulo VIII, Régimen de 
Infracciones y Sanciones, engloba los 
artículos 24 a 33.

El artículo 24 dispone que serán 
responsables de las infracciones previstas 
los titulares de la prestación que incurran 
en las acciones u omisiones tipificadas 
como infracciones, excluyendo de esta 
responsabilidad a los que las realicen 
careciendo de capacidad de obrar o con-
curriendo fuerza mayor.

El artículo 25 enumera las conductas 
constitutivas de infracciones leves.
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El artículo 26 contiene la enumera-
ción de las infracciones graves.

El artículo 27 enumera las infrac-
ciones muy graves.

El artículo 28 establece las san-
ciones para las diversas clases de in-
fracciones.

La sanción para las infracciones le-
ves será el apercibimiento escrito.

Para las infracciones graves se prevé 
la sanción de extinción de la prestación 
económica, que no podrá ser solicitada 
de nuevo hasta transcurrido un período 
de entre tres y seis meses.

Las infracciones muy graves se-
rán sancionadas con la extinción de la 
prestación económica, que no podrá ser 
solicitada de nuevo hasta transcurrido un 
período de entre seis y doce meses.

El artículo 29 considera las siguien-
tes circunstancias para la gradación de 
las sanciones:

a) La culpabilidad, negligencia e 
intencionalidad de la persona 
infractora.

b) La capacidad de discernimiento 
del infractor.

c) La comisión repetida de in-
fracciones en la obtención de 
subvenciones públicas.

d) Cuantía económica de la pres-
tación económica indebidamente 
percibida.

e) Las circunstancias personales, 
económicas y sociales de la 
unidad de convivencia.

El artículo 30 dispone que las in-
fracciones leves prescribirán a los seis 
meses de su comisión; las graves al año 
y las muy graves a los dos años.

El artículo 31 establece que las 
sanciones por infracciones leves prescri-
birán a los tres meses de las firmeza de 
la resolución; las graves a los seis meses 
y las muy graves al año.

El artículo 32 remite al desarrollo 
reglamentario la determinación de los 
órganos, de la Consejería con compe-
tencia en materia de política social, 
competentes para la iniciación, instruc-
ción y resolución de los procedimientos 
sancionadores.

El artículo 33 declara la aplicación 
de las disposiciones contenidas en la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas 
y del Procedimiento Administrativo Co-
mún, referidas a disposiciones generales 
sobre los procedimientos administrativos, 
revisión de los actos en vía administrativa 
y potestad sancionadora.

El Título III, estructurado en dos 
capítulos, se denomina Medidas para 
la inserción y está integrado por los 
artículos 34 a 45.

El artículo 34 determina que se con-
sideran medidas de inserción las dirigidas 
a favorecer la promoción personal y 
social de quienes se encuentren en situa-
ción o riesgo de exclusión social, cuyos 
requisitos de acceso se determinarán re-
glamentariamente, y que se desarrollarán 
a través de:

a) Proyectos individuales de inser-
ción.
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b) Programas de inserción social.

c) Programas de integración labo-
ral.

d) Medidas complementarias de 
carácter económico.

e) Planes para la inclusión social.

El Capítulo I, titulado Proyecto 
individual de inserción, engloba los 
artículos 35 a 40.

El artículo 35 define el proyecto 
individual de inserción como un conjunto 
de acciones destinadas a evitar la situa-
ción de exclusión social, favoreciendo 
la integración laboral y social de la 
persona.

El artículo 36 dispone que los pro-
yectos individuales de inserción serán 
elaborados por los servicios sociales 
municipales para personas que se hallen 
en situación de dificultad social o riesgo 
de exclusión a solicitud de estas personas 
o a propuesta de los Centros de Servicios 
Sociales o de los Servicios Sociales de la 
Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia. En su elaboración deberá contar-
se con la participación y consentimiento 
de los beneficiarios. En todo caso se ela-
borarán para las personas titulares de la 
prestación de Renta Básica de Inserción. 
Reglamentariamente se determinarán 
los supuestos excepcionales en los que 
los proyectos individuales de inserción 
podrán ser elaborados por entidades ad-
ministrativas o sociales distintas de los 
servicios sociales de atención primaria.

El artículo 37 enumera las diferentes 
medidas y actuaciones que los proyectos 
individuales de inserción puede incorpo-

rar y dispone que tendrán, al menos, el 
siguiente contenido:

a) El diagnóstico de la situación 
actual.

b) Las medidas para conseguir la 
incorporación social o laboral.

c) Las acciones a corto, medio o 
largo plazo a realizar por la per-
sona destinataria del proyecto.

d) El pronóstico sobre la posibili-
dad de superación de la situa-
ción de exclusión.

El artículo 38 establece que la du-
ración de los proyectos individuales de 
inserción será determinada por los Cen-
tros de Servicios Sociales, oída la persona 
para quien se elabore el proyecto.

Los proyectos individuales de inser-
ción elaborados para los preceptores de 
la RBI serán evaluados semestralmente. 
Las propuestas de prórroga de la percep-
ción de la RBI requerirán la elaboración 
de un nuevo proyecto de individual de 
inserción.

El artículo 39 dispone que los órga-
nos administrativos de las Administracio-
nes que deban participar en la aplicación 
de las medidas de inserción, deberán 
contribuir a la eficacia de las mismas 
mediante la cooperación y coordinación 
de los servicios implicados. Asimismo 
dispone que reglamentariamente de deter-
minará la colaboración de la Consejería 
competente en materia de política social, 
a través del órgano de resolución con los 
Centros de Servicios Sociales para favo-
recer la consecución de los objetivos de 
los Proyectos Individuales de Inserción.
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El artículo 40 determina que cada 
Centro de Servicios Sociales debe man-
tener un registro de proyectos indivi-
duales de inserción, debiendo informar 
semestralmente al Instituto de Servicios 
Sociales de los mismos en el caso de 
proyectos elaborados para beneficiarios 
de esta Ley.

El Capítulo II, cuya denominación 
es Otras medidas de inserción, está 
integrado por los artículos 41 a 45.

El artículo 41 establece que los pro-
gramas de integración social son activida-
des dirigidas a la promoción personal y so-
cial de quienes se encuentren en situación 
de dificultad social o riesgo de exclusión. 
Podrán ser promovidos por Corporaciones 
Locales, Empresas de Iniciativa Social o 
Entidades sin Ánimo de Lucro.

Se remite al desarrollo reglamen-
tario la determinación de sus requisitos 
y características básicas así como los 
mecanismos de cooperación de los ser-
vicios sociales, organismos y entidades 
de carácter social, la proporción mínima 
de preceptores de Renta Básica de Inser-
ción o de ayudas periódicas de inserción 
social que deberán incluir y las formas 
concretas de apoyo público para en de-
sarrollo de los mismos.

El artículo 42 define los programas 
de integración laboral como actividades 
organizadas y dirigidas a facilitar la 
incorporación al mercado laboral de 
personas o grupos que, por sus caracte-
rísticas, no puedan acceder al mismo en 
condiciones de igualdad y remite al desa-
rrollo reglamentario los mismos extremos 
que el artículo anterior en relación con los 
programas de integración social.

El artículo 43 dispone que los 
proyectos individuales de inserción 
podrán contemplar la procedencia de 
otras ayudas de carácter económico, 
complementarias de la Renta Básica de 
Inserción cuando resulte imprescindible 
para alcanzar la inserción social de las 
personas o para evitar el riesgo de actua-
lización de procesos de exclusión.

El artículo 44 establece que la 
Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia elaborará periódicamente Planes 
Regionales para la Inclusión Social y 
prestará su colaboración a los Ayunta-
mientos para la elaboración de Planes 
Locales para la Inclusión Social.

El artículo 45 dispone la inclusión 
preferente de los beneficiarios de la 
Ley de Renta Básica de Inserción entre 
las poblaciones de atención prioritaria 
de los planes de empleo y formación 
ocupacional, salud, servicios sociales, 
compensación educativa, educación de 
personas adultas y vivienda, en la forma 
que reglamentariamente se determine.

El Título IV se denomina Compe-
tencias y financiación y se estructura en 
tres capítulos que abarcan los artículos 
46 a 50.

El Capítulo I, Competencias, inclu-
ye los artículos 46 y 47.

El artículo 46 enumera las compe-
tencias de la Administración Regional, 
entre las que señala la elaboración del de-
sarrollo reglamentario del Anteproyecto, 
la concesión, denegación, modificación, 
suspensión, extinción, pago y financia-
ción de la prestación de Renta Básica de 
Inserción, la aprobación de los Planes 
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Regionales para la Inclusión y el control 
y la evaluación general de las medidas 
contempladas en el Anteproyecto.

El artículo 47 señala como com-
petencias de los Ayuntamientos la tra-
mitación administrativa de la prestación 
económica de Renta Básica de Inserción, 
en sus fases de iniciación e instrucción 
del procedimiento, la prestación de los 
servicios de apoyo personalizados en 
colaboración con la Administración Re-
gional, el seguimiento de la participación 
de las personas incluidas en los proyectos 
individuales de inserción y la cooperación 
con la Administración Regional en la 
aplicación de las medidas previstas en el 
Anteproyecto.

El Capítulo II lleva por título Ór-
ganos de seguimiento y coordinación y 
contiene los artículos 48 y 49.

El artículo 48 establece que se 
creará en la Consejería competente en 
materia de política social una Comisión 
de Seguimiento de las medidas estable-
cidas en el Anteproyecto, que actuará 
como órgano de participación de los 
interlocutores sociales, y de consulta y 
asesoramiento para el desarrollo de las 
mencionadas medidas, disponiendo que 
formarán parte de la misma represen-
tantes de las Administraciones Públicas 
y de las organizaciones sindicales más 
representativas, según se desarrolle re-
glamentariamente.

El artículo 49 prevé la creación de 
una Comisión de Coordinación presi-
dida por la Consejería competente en 
materia de política social, con el fin 
de coordinar la acción de las diferentes 
Administraciones Públicas implicadas 

en la aplicación del Anteproyecto, de 
la que formarán parte las Consejerías 
que tengan atribuciones en materia de 
empleo, educación, salud, vivienda y 
servicios sociales y una representación 
de los Ayuntamientos de la Comunidad 
elegidos por la Federación de Munici-
pios de la Región de Murcia.

El Capítulo III, Financiación, está 
integrado por el artículo 50 que dispone 
que la Ley de Presupuestos Generales de 
la Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia establecerá anualmente los 
recursos económicos máximos, desglo-
sados por las Consejerías competentes, 
destinados a la financiación de las me-
didas de inserción contempladas en la 
presente Ley.

La Disposición Adicional Primera 
determina que la Administración Regio-
nal podrá establecer convenios con otras 
Comunidades Autónomas para desarrollar 
el principio de reciprocidad que recoge 
el artículo 7 de esta Ley.

La Disposición Adicional Segunda 
concede un plazo de dos años para que 
las Consejerías competentes en materia 
de empleo y formación, salud, servicios 
sociales, educación y vivienda realicen 
las modificaciones normativas necesarias 
a fin de hacer efectiva la atención prio-
ritaria de estos colectivos establecida en 
el artículo 45 de esta Ley.

La Disposición Adicional Tercera 
declara que a las Ayudas que concede el 
ISSORM, en tanto que prestaciones pú-
blicas de naturaleza asistencial, se regirán 
por su normativa específica, no siéndoles 
de aplicación la normativa reguladora de 
las subvenciones públicas.
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La Disposición Transitoria Prime-
ra determina que los beneficiarios de la 
prestación Ingreso Mínimo de Inserción 
continuarán percibiéndolo mientras no 
se produzca el desarrollo reglamentario 
de esta Ley.

La Disposición Transitoria Segun-
da establece que el régimen aplicable 
a los procedimientos iniciados con 
anterioridad a la entrada en vigor de la 
Ley será el de la normativa anterior. La 
misma regulación se aplicará, en lo que 
no oponga a lo dispuesto en la Ley, a los 
procedimientos iniciados con posteriori-
dad a su entrada en vigor y antes de su 
desarrollo reglamentario.

La Disposición Transitoria Tercera 
determina que los importes y cuantías de 
la prestación del Ingreso Mínimo de In-
serción y de la Renta Básica de Inserción 
serán los determinados en la Orden de 2 
de septiembre de 2002 de la Consejería 
de Trabajo y Política Social sobre actua-

lización del importe de la prestación del 
Ingreso Mínimo de Inserción.

La Disposición Derogatoria esta-
blece la derogación de todas las normas 
de igual o inferior rango en la medida en 
que se opongan a lo dispuesto en la Ley. 
No obstante la regulación vigente relativa 
a la prestación del Ingreso Mínimo de 
Inserción seguirá siendo de aplicación 
hasta que no se proceda al desarrollo 
reglamentario de la Ley en cuanto no se 
oponga a lo dispuesto en la misma.

La Disposición Final Primera auto-
riza al Consejo de Gobierno al desarrollo 
reglamentario de la Ley, determinando 
que el Decreto por el qu s proceda al de-
sarrollo reglamentario deberá elaborarse 
en el plazo de seis meses.

La Disposición Final Segunda de-
termina que la Ley entrará en vigor a los 
tres meses de su publicación en el Boletín 
Oficial de la Región de Murcia.

III. OBSERVACIONES

A) De carácter general

El Consejo Económico y Social de la 
Región de Murcia valora positivamente el 
Anteproyecto de Ley de Renta Básica 
de Inserción de la Comunidad Autó-
noma de la Región de Murcia porque 
el mismo supone un avance cualitativo 
en la consolidación de un sistema públi-
co de actuaciones integrales dirigidas a 

favorecer la inclusión social de las per-
sonas en situación de riesgo de exclusión 
social así como a paliar, en la medida 
de los posible, las consecuencias más 
graves y socialmente intolerables para 
las personas que viven la realidad de la 
exclusión social, garantizando unas rentas 
mínimas y otros recursos que permitan la 
satisfacción de las necesidades básicas de 
estas personas.
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Esta Institución considera conve-
niente valorar positivamente de forma 
expresa que a través de la elaboración 
del Anteproyecto de Ley de Renta 
Básica de Inserción de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia la 
Administración Regional dé cumplimien-
to a uno de los acuerdos alcanzados en 
el Pacto por la Estabilidad en el Empleo 
2003-2006 de la Región de Murcia sus-
crito el 4 de diciembre de 2002 por el 
Gobierno Regional y las organizaciones 
empresariales y sindicales más represen-
tativas de la Región de Murcia (CROEM, 
UGT Y CCOO).

Una especial mención merece a jui-
cio del Consejo Económico y Social que 
el Anteproyecto sometido a dictamen 
de este Organismo reconozca de forma 
expresa el carácter de derecho subje-
tivo de la prestación de Renta Básica 
de Inserción. El reconocimiento de este 
carácter había venido siendo demandado 
reiteradamente desde el año 1996 por este 
Consejo y el citado Pacto por la Estabi-
lidad condicionaba la viabilidad de la 
atribución de esta naturaleza jurídica al 
resultado de los estudios que se realiza-
sen. Con la elaboración del Anteproyecto 
de Ley de Renta Básica de Inserción de 
la Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia se ha dado el primer paso para 
la incorporación de nuestra Comunidad 
Autónoma al grupo de Comunidades que 
consideran la garantía de unos ingresos 
mínimos así como de apoyos personali-
zados dirigidos a favorecer la inclusión 
social entre las contingencias, como la 
enfermedad o el desempleo, a las que 
los poderes públicos deben ofrecer una 
respuesta adecuada y no graciable, más 

allá de los conceptos de beneficencia y 
caridad, en el contexto de un país en el 
que se disfruta de unos niveles de de-
sarrollo y riqueza nunca conocidos en 
nuestra historia.

En este sentido el Consejo Eco-
nómico y Social quiere insistir en la 
importancia que tiene el hecho de que el 
Anteproyecto de Ley de Renta Básica 
de Inserción de la Comunidad Autó-
noma de la Región de Murcia sea la 
consecuencia de un proceso en el que el 
acuerdo de los agentes sociales con los 
poderes públicos ha desempeñado un 
papel esencial que pone de manifiesto su 
compromiso con los intereses generales 
y su capacidad para su defensa, sin per-
juicio evidentemente de la salvaguardia 
de los intereses económicos y sociales 
de empresarios y trabajadores que di-
rectamente representan. En efecto, debe 
recordarse que el Ingreso Mínimo de 
Inserción (prestación a la que sustituirá la 
Renta Básica de Inserción) se instauró en 
nuestra Comunidad Autónoma en enero 
de 1991, como resultado del acuerdo 
alcanzado entre UGT y CC.OO. con el 
Gobierno Regional el 30 de abril de 1990 
en el marco de la denominada Propuesta 
Sindical Prioritaria que dio lugar a la 
configuración normativa del Plan Re-
gional de Inserción Social como primer 
conjunto de medidas públicas articulado 
y coherente para hacer frente al fenómeno 
de la exclusión social. Por su parte, la 
Renta Básica de Inserción nacerá, bajo 
una forma jurídica cualitativamente dis-
tinta que supone un compromiso mas in-
tenso a favor de la inclusión social como 
consecuencia de un acuerdo social más 
amplio (el Pacto por la Estabilidad en el 
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Empleo 2003-2006) puesto que incluye 
a CROEM junto a los sindicatos citados 
y al Gobierno Regional.

En el mismo sentido debe valorarse 
el hecho de que, de acuerdo con lo pre-
visto en el repetido Acuerdo por la Esta-
bilidad en el Empleo, la norma a través 
de la que se procede a la regulación de la 
Renta Básica de Empleo vaya a ser una 
Ley. Esta opción, al margen de los impe-
rativos derivados de la naturaleza jurídica 
de derecho subjetivo que se atribuye a la 
prestación, supone la voluntad de dotar 
de un importante grado de estabilidad y 
permanencia a la respuesta que el Estado 
del Bienestar debe de ofrecer a uno de 
los retos fundamentales y más complejos 
que debe afrontar si no quiere aceptar 
una convivencia pasiva, por otra parte 
inviable socialmente, entre las bolsas de 
pobreza y marginación y la opulencia de 
nuestras sociedades.

También quiere esta Institución va-
lorar positivamente el amplio proceso 
participativo generado para la elabora-
ción del Anteproyecto de Ley de Renta 
Básica de Inserción de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia que 
ha abarcado no sólo la emisión de los pre-
ceptivos informes de los correspondientes 
Consejos Asesores competentes en ma-
teria de servicios sociales sino también 
una amplia participación por parte de los 
profesionales que trabajan, tanto en el 
ámbito autonómico como en el ámbito lo-
cal, en el desarrollo e implementación de 
los programas de inserción lo que supone 
una aportación de experiencias y conoci-
mientos fundamentales para una correcta 
adaptación a las necesidades, materiales 

y procedimentales, que la futura norma 
debe abordar. A ello debe añadirse que 
la participación de los profesionales 
que luego han de aplicar la norma en 
el proceso de su elaboración favorece 
el que el proceso de transición hacia la 
implantación de un nuevo sistema nor-
mativo cuente con mayores posibilidades 
de éxito. Por ello el CESRM considera 
que la participación de los profesionales 
debe hacerse extensiva también, con 
mayor razón si cabe, al procedimiento de 
elaboración del desarrollo reglamentario 
que demanda el Anteproyecto sometido 
a dictamen.

El Consejo Económico y Social con-
sidera también que es muy acertada la de-
cisión del Anteproyecto de Ley de vin-
cular la prestación económica de la Renta 
Básica de Inserción a la elaboración de 
un proyecto individual de inserción que 
deberá contar con el consentimiento del 
beneficiario y que podrá contemplar 
actuaciones y medidas de índole social, 
laboral, sanitaria, formativa, educativa, 
de promoción personal y de vivienda. La 
misma consideración merece a juicio de 
este Organismo el hecho de que los pro-
yecto individuales de inserción puedan 
elaborarse también para personas que, 
aún no siendo titulares de la prestación 
de Renta Básica de Inserción se hallen 
en situación de dificultad social o riesgo 
de exclusión.

También considera el CESRM que 
merece una valoración expresa que el 
Anteproyecto de Ley de Renta Básica 
de Inserción de la Comunidad Autóno-
ma de la Región de Murcia parta de una 
visión de que los problemas relacionados 
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con la exclusión social tienen, indudable-
mente, una componente individual que 
debe ser abordada pero también un espa-
cio más amplio de actuación que abarca 
los diferentes niveles del espacio social lo 
que le lleva a contemplar la elaboración 
de diferentes instrumentos de actuación 
y planificación como los programas de 
integración social y laboral y los planes 
regionales y locales para la inclusión so-
cial para los que se prevé la incorporación 
de medidas en los diferentes sectores de 
actuación administrativa adaptadas a los 
diversos entornos territoriales.

Una opinión favorable merece tam-
bién para esta Institución la importancia, 
derivada de su acercamiento integral a 
la problemática de la exclusión social, 
que el Anteproyecto de Ley otorga a la 
necesidad coordinación de actuaciones 
entre las consejerías con competencias 
en materia de empleo, educación, salud, 
vivienda y servicios sociales y los ayunta-
mientos de la Región materializada en la 
creación de la Comisión de Coordinación. 
En el mismo sentido debe considerarse 
el mandato de que se realicen las mo-
dificaciones normativas necesarias para 
que los beneficiarios de la Ley de Renta 
Básica de Inserción se incluyan entre 
las poblaciones de atención prioritaria 
de los planes de empleo y formación 
ocupacional, salud, servicios sociales, 
compensación educativa y educación 
de personas adultas, tal y como también 
ha venido recomendando este Consejo 
Económico y Social.

A juicio del CESRM debe valorarse 
de manera positiva que el Anteproyecto 
de Ley de Renta Básica de Inserción de 

la Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia varíe el criterio seguido hasta 
el momento para la determinación de la 
cuantía del Ingreso Mínimo de Inserción 
consistente en el establecimiento de una 
cantidad concreta para sustituirlo por la 
referencia a un porcentaje (el 70% para 
la primera persona de la unidad de con-
vivencia) del Indicador Público de Rentas 
Múltiples (IPREM) porque dicho sistema 
hace innecesarios los procedimientos de 
actualización de cuantías que, como la 
propia historia del IMI pone de mani-
fiesto, a veces trae como consecuencia, 
debido a la no actualización de las mis-
mas, la congelación de su importe durante 
períodos excesivos de tiempo con el 
consiguiente deterioro de la capacidad de 
gasto de los titulares del derecho que, no 
debe olvidarse, son personas que carecen 
de recursos económicos suficientes para 
hacer frente a las necesidades básicas 
de la vida. Con base en estas considera-
ciones el Consejo Económico y Social 
considera que el Anteproyecto de Ley 
debería establecer también el porcentaje 
que, referido al IPREM, corresponde por 
cada uno de los restantes miembros de la 
unidad de convivencia ya que, en caso 
contrario, los problemas derivados de la 
necesidad de actualización que se evitan 
respecto a la primera persona de la unidad 
de convivencia se mantienen respecto a 
los restantes integrantes de la misma. En 
el mismo sentido el CESRM considera 
que el porcentaje del IPREM en el que 
se fija la cuantía de la Renta Básica de 
Inserción debería tener la naturaleza de 
mínimo legalmente garantizado dejando 
abierta la posibilidad de que el mismo 
pudiera revisarse al alza en el caso de que 
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en algún momento se considerase conve-
niente sin necesidad de realizar todo el 
complejo procedimiento que implica la 
modificación de una ley.

También merece una consideración 
favorable expresa de este Organismo la 
posibilidad prevista por el Anteproyecto 
de Ley de que se puedan mantener las 
medidas para la inserción social y laboral 
aún en el caso de que se extinga o sus-
penda, por las circunstancias legalmente 
previstas, la prestación económica de la 
Renta Básica de Inserción ya que la natu-
raleza de las mismas permite que puedan 
tener eficacia con independencia de la 
citada prestación económica. En el mismo 
sentido debe valorarse la regulación de la 
suspensión de la prestación en términos 
que permiten, en el marco de razonables 
limitaciones temporales y de cuantía, la 
realización temporal de trabajos remunera-
dos porque ello favorece las posibilidades 
de inserción laboral al tiempo que reduce 
las posibilidades desincentivadoras de la 
inserción laboral que podrían derivarse 
de la extinción de la prestación de forma 
automática en estos supuestos.

No obstante la valoración claramente 
favorable que, en opinión del Consejo 
Económico y Social, merece el Ante-
proyecto de Ley de Renta Básica de 
Inserción de la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia esta Institución 
considera conveniente realizar algunas 
observaciones con la finalidad de contri-
buir a una mejor concreción de los fines 
que pretende conseguir.

En primer lugar el CESRM entien-
de que carece de un sentido fácilmente 
comprensible que la única disposición 

que el Anteproyecto de Ley contiene 
en materia de financiación del nuevo 
derecho, el artículo 50, consista precisa-
mente en obligar a que se establezca un 
límite al gasto destinado a las medidas de 
inserción social previstas, al determinar 
que la Ley de Presupuestos Generales de 
la Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia establecerá anualmente los 
recursos económicos máximos, desglo-
sados por las Consejerías competentes, 
destinados a la financiación de las me-
didas de inserción contempladas en la 
presente Ley.

A juicio de esta Institución el esta-
blecimiento de esta obligación de limitar 
anualmente los recursos destinados a la 
financiación de las medidas de inserción 
carece de justificación porque o bien se 
trata de una referencia retórica al carác-
ter limitativo que con carácter general 
tienen las previsiones presupuestarias, 
cuya mayor o menor eficacia vinculan-
te dependerá de las posibilidades de 
arbitrar modificaciones presupuestarias 
en función del régimen general de las 
mismas, o bien se trata de excepcionar a 
los créditos previstos para las medidas de 
inserción del régimen general de dichas 
modificaciones imponiendo una limita-
ción específica para este tipo de gastos 
sea cual sea su consideración desde el 
punto de vista presupuestario, en cuyo 
caso este carácter excepcional merecería 
una justificación expresa acerca de su 
sentido y finalidad.

Más bien considera el Consejo Eco-
nómico y Social que el compromiso de 
lucha contra la exclusión que el Ante-
proyecto de Ley de Renta Básica de In-



26

Dictamen   4/2006

serción de la Comunidad Autónoma de 
la Región de Murcia evidencia debería 
llevar a incorporar al mismo, en su caso, 
una disposición de sentido contrario para 
establecer que anualmente se determinen 
los recursos mínimos, desglosados por 
las Consejerías competentes, destinados 
a la financiación de las medidas de inser-
ción. En caso de no considerarse adecua-
do el establecimiento de una obligación 
en los términos propuestos, el Consejo 
Económico y Social entiende que se de-
bería suprimir la obligación de limitar los 
recursos económicos pero manteniendo la 
obligación de su individualización con el 
fin de que los ciudadanos pueden tener un 
conocimiento fácilmente accesible de la 
cuantía de los recursos que las diferentes 
Consejerías con competencias en la ma-
teria destinan específicamente a la finan-
ciación de las medidas de inserción.

Tampoco considera el Consejo Eco-
nómico y Social coherente con el com-
promiso a favor de la inclusión social 
que la configuración de la Renta Básica 
de Inserción como derecho subjetivo 
supone, el hecho de que el artículo 21.3 
establezca que si el órgano competente 
para resolver no dictare resolución ex-
presa en el plazo previsto se entenderá 
denegada la solicitud, sin perjuicio del 
deber que tiene la Administración de 
dictar resolución expresa en el proce-
dimiento. En opinión de esta Institución 
esta determinación carece de justificación 
si se tiene en cuenta que esta falta de 
resolución expresa sólo puede ser impu-
table a la propia Administración ya que 
los plazos de resolución (que alcanzan 
un total de cuatro meses, sumando los 
dos meses de que disponen los Centros 

de Servicios Sociales para remitir el 
expediente al Instituto de Servicios So-
ciales a los dos meses de que dispone el 
órgano competente para resolver a contar 
desde el momento de la fecha de entrada 
del expediente en el citado Instituto) se 
interrumpen cuando el procedimiento 
quede paralizado por causa imputable al 
interesado, de acuerdo con lo dispuesto 
en este precepto y en el artículo 20.3.

En este sentido el CESRM quiere 
señalar que si bien es cierto que la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas 
y del Procedimiento Administrativo Co-
mún establece con carácter general el 
carácter positivo del denominado silencio 
administrativo también lo es que admite 
que, a través de una norma con rango de 
Ley, se pueda excepcionar dicho régimen 
asignando un sentido negativo a este 
anormal proceder de las administraciones 
públicas. Pero no parece, en opinión del 
Consejo Económico y Social, que este 
procedimiento excepcional encuentre ra-
zonablemente acomodo en la regulación 
de la prestación de la Renta Básica de 
Inserción por varias razones. En primer 
lugar por la cuantía de la misma que, en 
ningún caso podrá tener un importe su-
perior al salario mínimo interprofesional 
vigente en cada momento, en cómputo 
mensual prorrateado. En segundo la 
Renta Básica de Inserción no confiere 
un derecho a una prestación económica 
con carácter indefinido como otras pres-
taciones de finalidad semejante del tipo 
de las pensiones no contributivas sino 
que tiene un plazo de vigencia limitado 
con carácter general a un máximo de 12 
meses. En tercer lugar los posibles per-
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ceptores de la Renta Básica de Inserción 
son personas que carecen de recursos 
económicos para su subsistencia en cuyo 
entorno familiar no existen personas le-
galmente obligadas con posibilidad real 
de prestarles alimentos. Finalmente, para 
determinar el perfil de los destinatarios de 
este nuevo derecho, debe resaltarse que 
junto al requisito de la carencia de medios 
económicos, el Anteproyecto de Ley 
añade el carácter subsidiario de la Renta 
Básica de Inserción en relación con las 
pensiones que pudieran corresponder al 
titular, sean del sistema de la Seguridad 
Social, de otro régimen público de pro-
tección social sustitutivo de aquélla, de 
las prestaciones por desempleo en sus 
niveles contributivo y asistencial, u otras 
prestaciones que, por la identidad de su 
finalidad y cuantía con las anteriores pu-
dieran determinarse reglamentariamente 
y que la solicitud de dichas pensiones 
o prestaciones a las que pudiera tener 
derecho es requisito indispensable para 
la resolución de la solicitud de la Renta 
Básica de Inserción, lo que implica que 
los posibles beneficiarios de la Renta 
Básica de Inserción son personas que han 
quedado excluidas de la acción protectora 
de las redes familiares y de los restantes 
sistemas públicos de asistencia social.

A la vista de las anteriores considera-
ciones relativas a las características de la 
prestación económica de la Renta Básica 
de Inserción y de los posibles titulares 
de la misma, a juicio del Consejo Eco-
nómico y Social de la Región de Murcia 
no existen razones que puedan justificar 
el establecimiento de un régimen excep-
cional para que las consecuencias de que 
la Administración Regional no resuelva 

expresamente en los plazos previstos, por 
causas no imputables al solicitante, en un 
procedimiento sobre el reconocimiento de 
un derecho subjetivo sean precisamente la 
denegación del referido derecho y, proba-
blemente, la intensificación del riesgo de 
exclusión que afecta al solicitante.

Consideraciones similares merece 
en opinión del CESRM la disposición 
contenida en el artículo 21.4 que deter-
mina que la resolución (que reconoce el 
derecho a la prestación de la Renta Básica 
de Inserción) surtirá efecto desde la fecha 
de notificación al interesado, sin perjui-
cio de que el devengo de la prestación 
comience el primer día del mes en el que 
se dicte aquélla. (En el mismo sentido 
se expresa el artículo 11.5). En efecto, 
teniendo en cuenta las características de 
la RBI señaladas anteriormente parece 
que el devengo de la misma debería co-
incidir con el momento de presentación 
de la solicitud, dado que en esa fecha ya 
existen los requisitos que han dado lugar 
a la resolución que declara la existencia 
del derecho subjetivo a la Renta Básica de 
Inserción. Es decir, a juicio de este orga-
nismo, el derecho subjetivo debe producir 
sus efectos desde el día en que la situa-
ción de extrema necesidad que determina 
su nacimiento se da en una persona con-
creta y ésta solicita el reconocimiento del 
derecho a la Administración y no desde el 
momento en que finaliza el procedimiento 
administrativo para la comprobación de 
la concurrencia de dichos requisitos, lo 
que, por otra parte, es el criterio general 
para determinar el devengo en prestacio-
nes de finalidad análoga como las presta-
ciones no contributivas (cuyo devengo se 
produce el día primero del mes siguiente 
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al de la fecha de la solicitud a tenor de 
lo dispuesto en los artículos 146 y 169 
del Texto Refundido de la Ley General 
de la Seguridad Social), o el subsidio por 
desempleo (cuyo devengo se produce 
automáticamente desde que se reúnen 
los requisitos si se solicita en el plazo de 
15 días o, en caso de que la solicitud se 
produzca con posterioridad a dicho pla-
zo, desde el momento de la solicitud, de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 219 
del Texto Refundido de la Ley General 
de la Seguridad Social citado).

B) Al articulado

El artículo 1.1. reconoce el derecho 
a apoyos personalizados para la inser-
ción laboral y social de los beneficiarios 
incluidos en un proyecto individual de 
inserción social. Sin embargo, al regular 
estos proyectos individuales en los ar-
tículos 34 y 35, así como en la rúbrica 
del Capítulo I Título III, la denomi-
nación que se utiliza es la de proyecto 
individual de inserción. A juicio de esta 
Institución, teniendo en cuenta el elenco 
de medidas e instrumentos que se prevén 
en el Anteproyecto, con fines similares 
pero con distintos ámbitos de actuación 
y destinatarios, con denominaciones 
similares (proyecto individual de inser-
ción; programa de integración social; 
programas de integración laboral...) es 
conveniente, para evitar confusiones 
entre instrumentos, que se unifiquen las 
denominaciones de cada instrumento en 
el Anteproyecto y que, por tanto, los 
proyectos individuales de inserción se 
denominen de esta forma que es la que 

se utiliza en los preceptos dedicados a la 
regulación de su alcance y contenido.

El artículo 2.1. dispone que podrán 
ser beneficiarios de la prestación econó-
mica de Renta Básica de Inserción las 
personas que residiendo legalmente en 
la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia reúnan los requisitos establecidos 
en el Título II de esta Ley y en sus normas 
de desarrollo.

En opinión del CESRM la referencia 
a las normas de desarrollo de la Ley como 
fuente para el establecimiento de requi-
sitos para poder tener la condición de 
beneficiario de la prestación económica 
de Renta Básica de Inserción supone una 
deslegalización de un aspecto fundamen-
tal del derecho subjetivo que el Antepro-
yecto de Ley reconoce, ya que de esta 
forma el poder ejecutivo puede limitar 
el abanico de los posibles titulares del 
mismo (en ningún caso ampliar porque 
siempre deberán cumplirse los requisitos 
establecidos por la Ley) por la vía de 
incluir en las normas de desarrollo de la 
Ley nuevos requisitos no previstos en la 
misma. Por ello el CESRM considera que 
el ámbito para el desarrollo reglamentario 
en esta importante cuestión debe estar 
limitado precisamente al desarrollo y 
concreción, en su caso, de los medios de 
prueba y otros aspectos procedimentales 
que necesiten de dicha concreción respec-
to a los requisitos establecidos de forma 
limitativa por el Anteproyecto.

El artículo 7.1.a) determina, como 
requisito para poder ser titular de la Renta 
Básica de Inserción residir legalmente 
en territorio español y haberlo hecho, al 
menos, diez años.
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Considera el CESRM que el plazo 
de 10 años de residencia legal en Espa-
ña establecido con carácter absoluto en 
este precepto podría resultar excesivo, 
sobre todo teniendo en cuenta que el 
plazo establecido en el artículo 5.1.c) 
Anteproyecto de Ley de promoción de 
la autonomía personal y atención a las 
personas en situación de dependencia 
para poder ser titular de los derechos 
reconocidos en la misma es de cinco 
años. Por ello considera que este precepto 
debería establecer, de forma análoga a 
la formulación que hace el apartado 1.b) 
de esta mismo artículo, como requisito 
residir legalmente en territorio español 
y haberlo hecho el tiempo que se deter-
mine reglamentariamente, que no podrá 
se inferior a cinco años.

El artículo 7.1.f) establece entre 
los requisitos para poder ser titular de la 
Renta Básica de Inserción y el de haber 
solicitado previamente, de los Organis-
mos correspondientes, las pensiones y 
prestaciones a que se refiere el número 
uno del artículo cuatro, cuando el titular 
y los beneficiarios reúnan los requisitos 
para tener derecho a ellas.

Sin embargo, el artículo 4.2. dis-
pone en relación con la obligación de 
solicitar las pensiones y prestaciones 
que sólo cuando fueran resueltas podrá 
concederse, en su caso, la prestación. En 
opinión del CESRM existe una contra-
dicción entre ambos preceptos que debe 
ser resuelta concretando el alcance de 
este requisito, que hayan sido solicitadas 
o que hayan sido resueltas, para tener 
derecho a la prestación de Renta Básica 
de Inserción.

El artículo 7.2. dispone que, excep-
cionalmente y conforme a las condiciones 
que se determinen reglamentariamente, 
podrán ser titulares de la prestación aque-
llas personas que constituyan unidades 
de convivencia en las que, aun no cum-
pliendo todos los requisitos enunciados 
en el número anterior, concurran circuns-
tancias que las coloquen en situación de 
extrema necesidad. La resolución por 
la que se conceda la prestación deberá, 
en estos casos, estar suficientemente 
motivada.

Considera esta Institución que, te-
niendo en cuenta que las circunstancias 
que determinan la situación de extrema 
necesidad han de ser reglamentariamente 
establecidas, la obligación de motivar 
suficientemente la resolución no debe 
limitarse al supuesto de que la misma 
conceda la prestación sino también a los 
supuestos en que se deniegue.

El artículo 7.3. establece la posibi-
lidad de reconocimiento de la prestación 
de RBI a favor de personas procedentes 
de otras CCAA que fijen su residencia 
efectiva y permanente en la Región de 
Murcia siempre que se encuentren perci-
biendo en ellas una prestación de igual 
naturaleza...

En opinión de este Organismo la 
referencia a la igual naturaleza que se 
predica de la prestación puede suponer 
un límite excesivo en tanto en cuanto 
podría excluir de su aplicación a perso-
nas que estuvieren percibiendo en otras 
Comunidades Autónomas prestaciones de 
la misma naturaleza que el actual Ingreso 
Mínimo de Inserción de la Región de 
Murcia y que siguen existiendo en otras 
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CCAA, dado que el mismo no tiene la 
naturaleza de derecho subjetivo que se 
atribuye por el Anteproyecto de Ley a la 
prestación de Renta Básica de Inserción. 
Para evitar este tipo de situaciones el 
Consejo Económico y Social considera 
que bastaría sustituir la referencia a la 
igual naturaleza de la prestación por la 
identidad de su finalidad, tal y como por 
otra parte hace el artículo 4.1. del Ante-
proyecto al referirse a las prestaciones en 
relación con las que la Renta Básica de 
Inserción tiene carácter subsidiario.

El artículo 9.2. dispone que se 
podrá considerar que existe suficiencia 
de recursos cuando, de las actuaciones 
practicadas, pueda desprenderse que 
existen personas legalmente obligadas y 
con posibilidad legal de prestar alimentos 
al solicitante...

En opinión del Consejo Económico 
y Social la expresión pueda desprenderse 
no contiene el grado exigible de determi-
nación para que en función de la misma 
se pueda denegar la prestación. Por ello 
considera que se debería sustituir por la 
obligación de constatar esta circunstan-
cia para impedir que la denegación de 
un derecho subjetivo pueda tener como 
fundamento una presunción que no pue-
da basarse en hechos contenidos en el 
expediente. En este sentido el párrafo 
segundo de este mismo precepto deter-
mina, de forma más adecuada al respeto 
de las garantías que los procedimientos 
administrativos se deben incorporar, 
para considerar que no existe obligación 
legal de prestar alimentos cuando su 
realización por las personas legalmente 
obligadas implique desatender necesida-

des propias o las de los familiares a su 
cargo, añadiendo que estas circunstancias 
deberán constar fehacientemente en el 
expediente administrativo.

El artículo 10.2. dispone que el 
importe de la prestación básica y del 
complemento variable se determinará 
reglamentariamente.

A juicio del CESRM, para evitar los 
perjuicios que para el cumplimiento de 
los fines de la Renta Básica de Inserción 
pueden derivarse de situaciones de no 
actualización de las cuantías durante 
períodos excesivos, como ha sucedido 
en algunas ocasiones con la prestación 
del Ingreso Mínimo de Inserción debe-
ría, establecerse la obligación de que las 
cuantías se actualicen anualmente. En la 
actualidad las cuantías de la prestación 
del Ingreso Mínimo de Inserción son 
las determinadas en la Orden de 2 de 
septiembre de 2002, de la Consejería 
de Trabajo y Política Social, sobre ac-
tualización del importe de la prestación 
del Ingreso Mínimo de Inserción, que 
además será de aplicación también a la 
Renta Básica de Inserción hasta tanto no 
de proceda al desarrollo reglamentario 
de la Ley, a tenor de lo dispuesto en la 
Disposición Transitoria Tercera. En 
cualquier caso, este problema desapare-
cería si dichas cuantías se determinasen 
como un porcentaje del Indicador Público 
de Rentas Múltiples con carácter general 
tal y como se sugiere en el apartado de 
observaciones de carácter general del 
presente dictamen.

El artículo 11.5. dispone que los 
efectos económicos de la Renta Básica 
de Inserción se producirán a partir del 
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día primero del mes en el que se dicte la 
resolución aprobatoria. En relación con 
esta disposición el Consejo Económico 
y Social da por reproducidas las consi-
deraciones realizadas en el apartado de 
observaciones de carácter general del 
presente dictamen relativas al momento 
del devengo de la prestación.

El artículo 14.1.c) prevé que la per-
cepción de la Renta Básica de Inserción 
pueda ser suspendida en el caso de im-
posición de sanción por dos infracciones 
leves.

En opinión de este Organismo la 
suspensión de la percepción prevista 
en este precepto tiene carácter sancio-
nador por lo que debe de ser recogida 
expresamente en el artículo 28.1. en el 
que se determinan las sanciones para las 
infracciones leves, garantizándose de 
este modo que su imposición se realice a 
través del correspondiente procedimiento 
sancionador.

El artículo 15 prevé la posibilidad de 
suspensión cautelar de la prestación me-
diante resolución motivada cuando exis-
tan indicios fundados de concurrencia de 
algunas de las causas de extinción.

A juicio del CESRM en este supuesto 
debe garantizarse también la audiencia 
del interesado con carácter previo a la 
resolución como se hace en el artículo an-
terior en el que dicho trámite se establece 
aún siendo los motivos que pueden dar 
lugar a la suspensión de la prestación en 
el mismo de carácter objetivo, mientras 
que en el caso de la suspensión cautelar 
se trata de meros indicios, aunque se exija 
que sean fundados.

El artículo 16 h) prevé como cau-
sa de extinción del derecho a la Renta 
Básica de Inserción la imposición de 
sanción por reincidencia en más de dos 
infracciones leves.

Considera esta Institución que la 
referencia a este motivo de extinción 
de la prestación del derecho a la RBI 
debería suprimirse ya que el mismo sólo 
puede dar lugar a problemas sobre la 
interpretación de su alcance. En efecto, 
el apartado i) de este precepto incluye 
como causa de extinción la imposición 
de sanción por infracción grave o muy 
grave, y el artículo 26 b) incluye como 
infracción grave haber sido sancionado 
por la comisión de tres infracciones leves, 
en un tiempo no superior a un año. Por 
ello, el supuesto previsto en el apartado 
h) está ya incluido en el referido a las 
infracciones graves.

El artículo 17 dispone que en todo 
caso, la suspensión y extinción de la 
prestación, así como el período de ca-
rencia para formular una nueva solicitud, 
deberán aplicarse evitando al máximo la 
desprotección de las personas que formen 
parte de la unidad de convivencia.

En opinión de este Organismo la 
expresión evitando al máximo que utiliza 
esta disposición es excesivamente vaga 
y debería ser sustituida por la referencia 
a la obligación de adoptar las medidas 
necesarias para evitar la desprotección 
de los personas que formen parte de la 
unidad de convivencia.

El artículo 19.1. determina que el pro-
cedimiento para la concesión de la Renta 
Básica de Inserción se iniciará mediante 
solicitud de los interesados (...) Una vez 
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recibida la solicitud, se abrirá el corres-
pondiente expediente administrativo.

El Consejo Económico y Social con-
sidera que al igual que el artículo 36.1. 
prevé que los proyectos individuales de 
inserción se elaboren a solicitud de los 
interesados pero también a propuesta de 
los Centros de Servicios Sociales o por 
los Servicios Sociales de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia se 
debería prever también esta posibilidad 
en relación con el procedimiento para 
la concesión de la Renta Básica de In-
serción.

El artículo 19.3. al referirse a los 
lugares en los que se pueden presentar las 
solicitudes de la prestación de RBI dis-
pone que cuando se presenten en depen-
dencias distintas al Centro de Servicios 
Sociales correspondiente al domicilio 
de la persona solicitante, las unidades 
administrativas receptoras remitirán la 
documentación recibida al órgano com-
petente para resolver.

En opinión de esta Institución, la 
documentación recibida debería remitirse 
al Centro de Servicios Sociales del do-
micilio de la persona solicitante, que es 
el órgano al que el artículo 20 atribuye 
la realización de los primeros actos de 
instrucción antes de la remisión al Insti-
tuto de Servicios Sociales, a efectos de 
su valoración y posterior resolución, con 
el fin de evitar demoras en la tramitación 
derivadas de las sucesivas remisiones de 
la documentación entre los diferentes 
órganos encargados de la tramitación del 
expediente administrativo.

El artículo 19.5. determina que las 
unidades administrativas receptoras de 

las solicitudes podrán recabar de los 
interesados cuanta documentación fuere 
precisa para completar el expediente.

A juicio del CESRM el precepto 
debería establecer que esas unidades ad-
ministrativas, de acuerdo con lo previsto 
en el artículo 71 de la Ley 30/1992, de 
Régimen Jurídico de las Administracio-
nes Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, deberán recabar de los 
interesados dicha documentación ya que 
la finalidad de la citada disposición es 
evitar demoras innecesarias en la tramita-
ción de los expedientes administrativos.

El artículo 20.3. dispone que una vez 
completada y verificada la documenta-
ción necesaria, los Centros de Servicios 
Sociales remitirán la solicitud al Instituto 
de Servicios Sociales de la Región de 
Murcia.

Considera el Consejo Económico 
y Social que el papel de los Centros de 
Servicios Sociales en la tramitación de los 
expedientes relativos a la prestación de la 
Renta Básica de Inserción no debe limitarse 
a ser meros órganos de verificación formal 
de la documentación sino que, por el co-
nocimiento de los solicitantes y su entorno 
así como por su papel en el seguimiento 
del proceso de inserción de los titulares 
de la RBI deben desempeñar un papel más 
relevante en la instrucción del expediente. 
Por ello esta Institución considera que al 
tiempo que remiten la documentación debe-
ría remitir también un informe en relación 
con la solicitud de RBI.

El artículo 21.1. determina que una 
vez recibida en el ISSORM el expediente, 
la unidad administrativa correspondiente 
verificará que el solicitante ha iniciado 
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los trámites para el reconocimiento del 
derecho o derechos a las prestaciones 
mencionadas en el número uno del ar-
tículo cuatro. En el supuesto de que la 
personas solicitante no haya iniciado 
los citados trámites, pondrá en su cono-
cimiento que es requisito indispensable 
para la resolución de la solicitud.

Considera el CESRM que este veri-
ficación deben realizarla los Centros de 
Servicios Sociales con el fin de agilizar la 
tramitación del expediente, garantizando 
de esta forma que cuando del expediente 
llegue al ISSORM no sufra más demoras 
que las que resulten imprescindibles.

El artículo 21.3 y 4 contiene las re-
ferencias al carácter negativo del silencio 
en el caso de falta de resolución expresa y 
el momento del devengo de la prestación. 
El Consejo Económico y Social da por 
reproducidas las consideraciones realiza-
das en el apartado de observaciones de 
carácter general del presente dictamen.

Los artículos 35 a 40 contienen la 
regulación de los Proyectos Individuales 
de Inserción.

En opinión del Consejo Económico 
y Social sería conveniente que se inclu-
yeran las disposiciones precisas para ga-
rantizar el nivel necesario de vinculación 
de las medidas contenidas en los mismos 
que deban ser llevadas a cabo por las 
diferentes administraciones implicadas, 
como por ejemplo las relacionadas con 
la administración educativa, sanitaria, 
de vivienda, laboral, etc. A juicio de esta 
Institución las posibilidades de éxito de 
los Proyectos Individuales de Inserción 
dependen no sólo de las acciones que 
deben realizar las personas destinatarias 

de los mismos sino también de que las 
administraciones implicadas asuman con 
el mismo carácter vinculante las obliga-
ciones que en los citados proyectos se es-
tablezcan. En este sentido debe recordarse 
que en la regulación de los Programas 
de Integración Social y de Integración 
Laboral los artículos 41 y 42 disponen 
que reglamentariamente se determinarán 
las formas concretas de apoyo público 
para el desarrollo de los mismos.

El artículo 41 regula los Programas de 
Integración Social, determinando que los 
mismos podrán ser promovidos por Cor-
poraciones Locales, Empresas de Iniciativa 
Social o Entidades sin Ánimo de Lucro.

A juicio de esta Institución, esta 
disposición debería completarse con 
la determinación del órgano u órganos 
competentes para su aprobación.

El artículo 42 regula los Programas 
de Integración Laboral.

En opinión del Consejo Económico 
y Social deberían determinarse, al igual 
que se hace respecto a los Programas 
de Integración Social, las entidades con 
capacidad para promover su elaboración, 
así como también el órgano u órganos 
competentes para su aprobación.

El artículo 43 determina que los 
proyectos individuales de inserción po-
drán contemplar la procedencia de otras 
ayudas de carácter económico, comple-
mentarias de la Renta Básica de Inserción, 
para atender situaciones y necesidades 
cuya satisfacción resulte imprescindible 
para alcanzar la inserción social de las 
personas o para evitar el riesgo de actua-
lización de procesos de exclusión.
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El Consejo Económico y Social con-
sidera que, teniendo en cuenta que los 
Proyectos Individuales de Inserción tienen 
como destinatarios no sólo a los titulares 
de la prestación de la Renta Básica de 
Inserción sino que pueden elaborarse para 
personas que no sean titulares de la misma, 
sería conveniente que se suprimiese la 
referencia al carácter complementario de 
estas medidas respecto a la Renta Básica 
de Inserción, con el fin de que las medidas 
complementarias de carácter económi-
co puedan ser de aplicación también a 
los Proyectos Individuales de Inserción 
formuladas para personas no titulares de 
Renta Básica de Inserción.

El artículo 46 dispone que corres-
ponde a la Administración Regional, a 
través de las Consejerías competentes en 
la materia, el ejercicio de las siguientes 
competencias:

b) La concesión, denegación, modi-
ficación, suspensión, extinción, pago y 
financiación de la prestación de Renta 
Básica de Inserción.

A juicio del CESRM a lo largo del 
articulado no queda suficientemente de-
terminado cuál sea el órgano competente 
para la resolución en materia de la presta-
ción de Renta Básica de Inserción, ya que 
en este precepto parece darse a entender 
que será la Consejería competente en 
materia de Política Social, pero de los 
artículos 20.3 y 21.3. parece despren-
derse que dicha competencia corresponde 
al Instituto de Servicios Sociales de la 
Región de Murcia. Por su parte la Ley 
1/2006, de Creación del Instituto Mur-
ciano de Acción Social (Organismo que 
sustituirá al ISSORM) tampoco atribuye 

expresamente esta competencia de resolu-
ción de forma expresa al IMAS, sino que 
se limita a establecer como competencia 
del mismo la gestión de prestaciones 
económicas y de ayudas públicas a per-
sonas e instituciones públicas o privadas, 
contempladas en la vigente legislación 
de servicios sociales (artículo 3.1.e) de 
la Ley 1/2006). Con el fin de evitar du-
das acerca de esta relevante cuestión el 
Consejo Económico y Social considera 
que se debería determinar expresamente 
cuál sea el órgano competente para la 
resolución en esta materia.

Por otra parte, el apartado d) de 
este precepto atribuye a las Consejerías 
competentes en la materia, la aprobación 
de los Planes Regionales para la Inclu-
sión Social.

Considera este Organismo que, dado 
que dichos Planes Regionales incluyen 
medidas que corresponden al ámbito 
competencial de diferentes Consejerías 
(vivienda, educación, sanidad, servicios 
sociales, trabajo, etc) su aprobación debe 
ser atribuida al Consejo de Gobierno.

El artículo 50 dispone que la Ley 
de Presupuestos Generales de la Comu-
nidad Autónoma de la Región de Murcia 
establecerá anualmente los recursos eco-
nómicos máximos, desglosados por las 
Consejerías competentes, destinados a la 
financiación de las medidas de inserción 
contempladas en la presente Ley.

En relación con este precepto el 
Consejo Económico y Social da por re-
producidas las consideraciones relativas 
a la financiación realizadas en el apartado 
de observaciones de carácter general del 
presente dictamen.
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1.- El Consejo Económico y Social 
de la Región de Murcia valora positiva-
mente el Anteproyecto de Ley de Renta 
Básica de Inserción de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia 
porque el mismo supone un avance 
cualitativo en la consolidación de un 
sistema público de actuaciones integrales 
dirigidas a favorecer la inclusión social 
de las personas en situación de riesgo de 
exclusión social así como a paliar, en la 
medida de los posible, las consecuencias 
más graves y socialmente intolerables 
para las personas que viven la realidad 
de la exclusión social, garantizando unas 
rentas mínimas y otros recursos que per-
mitan la satisfacción de las necesidades 
básicas de estas personas.

2.- Una especial mención merece 
a juicio del Consejo Económico y So-
cial que el Anteproyecto sometido a 
dictamen de este Organismo reconozca 
de forma expresa el carácter de dere-
cho subjetivo de la prestación de Renta 
Básica de Inserción. Con la elaboración 
del Anteproyecto de Ley de Renta 
Básica de Inserción de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia se 
ha dado el primer paso para la incorpo-
ración de nuestra Comunidad Autónoma 
al grupo de Comunidades que consideran 
la garantía de unos ingresos mínimos así 
como de apoyos personalizados dirigidos 
a favorecer la inclusión social entre las 
contingencias, como la enfermedad o el 
desempleo, a las que los poderes públicos 
deben ofrecer una respuesta adecuada y 
no graciable, más allá de los conceptos 

de beneficencia y caridad, en el contexto 
de un país en el que se disfruta de unos 
niveles de desarrollo y riqueza nunca 
conocidos en nuestra historia.

3.- En el mismo sentido debe valo-
rarse el hecho de que, de acuerdo con lo 
previsto en el Acuerdo por la Estabilidad 
en el Empleo, la norma a través de la que 
se procede a la regulación de la Renta 
Básica de Empleo sea una Ley. Esta 
opción, al margen de los imperativos 
derivados de la naturaleza jurídica de 
derecho subjetivo que se atribuye a la 
prestación, supone la voluntad de dotar 
de un importante grado de estabilidad y 
permanencia a la respuesta que el Estado 
del Bienestar debe de ofrecer a uno de 
los retos fundamentales y más complejos 
que debe afrontar si no quiere aceptar 
una convivencia pasiva, por otra parte 
inviable socialmente, entre las bolsas de 
pobreza y marginación y la opulencia de 
nuestras sociedades.

4.- También considera el CESRM 
que merece una valoración expresa que el 
Anteproyecto de Ley de Renta Básica 
de Inserción de la Comunidad Autóno-
ma de la Región de Murcia parta de una 
visión de que los problemas relacionados 
con la exclusión social tienen, indudable-
mente, una componente individual que 
debe ser abordada pero también un espa-
cio más amplio de actuación que abarca 
los diferentes niveles del espacio social lo 
que le lleva a contemplar la elaboración 
de diferentes instrumentos de actuación 
y planificación como los programas de 

IV. CONCLUSIONES
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integración social y laboral y los planes 
regionales y locales para la inclusión so-
cial para los que se prevé la incorporación 
de medidas en los diferentes sectores de 
actuación administrativa adaptadas a los 
diversos entornos territoriales.

5.- A juicio del CESRM debe valo-
rarse de manera positiva que el Ante-
proyecto de Ley de Renta Básica de 
Inserción de la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia varíe el crite-
rio seguido hasta el momento para la 
determinación de la cuantía del Ingreso 
Mínimo de Inserción consistente en el 
establecimiento de una cantidad concreta 
para sustituirlo por la referencia a un por-
centaje (el 70% para la primera persona 
de la unidad de convivencia) del Indica-
dor Público de Rentas Múltiples (IPREM) 
porque dicho sistema hace innecesarios 
los procedimientos de actualización de 
cuantías. Pero el Consejo Económico y 
Social considera que el Anteproyecto de 
Ley debería establecer también el porcen-
taje que, referido al IPREM, corresponde 
por cada uno de los restantes miembros 
de la unidad de convivencia ya que, en 
caso contrario, los problemas derivados 
de la necesidad de actualización que se 
evitan respecto a la primera persona de 
la unidad de convivencia se mantienen 
respecto a los restantes integrantes de la 
misma. En el mismo sentido el CESRM 
considera que el porcentaje del IPREM en 
el que se fija la cuantía de la Renta Básica 
de Inserción debería tener la naturaleza de 
mínimo legalmente garantizado dejando 
abierta la posibilidad de que el mismo 
pudiera revisarse al alza en el caso de que 
en algún momento se considerase conve-
niente sin necesidad de realizar todo el 

complejo procedimiento que implica la 
modificación de una ley.

6.- El CESRM entiende que carece de 
un sentido fácilmente comprensible que la 
única disposición que el Anteproyecto de 
Ley contiene en materia de financiación 
del nuevo derecho, el artículo 50, consista 
precisamente en obligar a que se establezca 
un límite al gasto destinado a las medidas 
de inserción social previstas, al determinar 
que la Ley de Presupuestos Generales de 
la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia establecerá anualmente los recur-
sos económicos máximos, desglosados por 
las Consejerías competentes, destinados a 
la financiación de las medidas de inserción 
contempladas en la presente Ley.

Más bien considera el Consejo Eco-
nómico y Social que el compromiso de 
lucha contra la exclusión que el Ante-
proyecto de Ley de Renta Básica de In-
serción de la Comunidad Autónoma de 
la Región de Murcia evidencia debería 
llevar a incorporar al mismo, en su caso, 
una disposición de sentido contrario para 
establecer que anualmente se determinen 
los recursos mínimos destinados a la 
financiación de las medidas de inserción. 
En caso de no considerarse adecuado el 
establecimiento de una obligación en los 
términos propuestos, el Consejo Econó-
mico y Social entiende que se debería 
suprimir la obligación de limitar los re-
cursos económicos pero manteniendo la 
obligación de su individualización con el 
fin de que los ciudadanos pueden tener un 
conocimiento fácilmente accesible de la 
cuantía de los recursos que las diferentes 
Consejerías con competencias en la ma-
teria destinan específicamente a la finan-
ciación de las medidas de inserción.
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7.- Teniendo en cuenta las caracterís-
ticas (subsidiariedad, complementariedad, 
plazo máximo de percepción y cuantía 
limitada como máximo al salario mínimo 
interprofesional) de la prestación econó-
mica de la Renta Básica de Inserción y de 
los posibles titulares de la misma (perso-
nas que carecen de recursos económicos 
y que están al margen de los restantes 
sistemas públicos de provisión y de las 
redes familiares de apoyo), a juicio del 
Consejo Económico y Social de la Región 
de Murcia no existen razones que puedan 
justificar el establecimiento del régimen 
previsto en el Anteproyecto de Ley de 
Renta Básica de Inserción (el denomina-
do silencio administrativo negativo) que 
determina que las consecuencias de que 
la Administración Regional no resuelva 
expresamente en los plazos previstos, por 
causas no imputables al solicitante, en un 
procedimiento sobre el reconocimiento de 
un derecho subjetivo sean precisamente la 
denegación del referido derecho y, proba-
blemente, la intensificación del riesgo de 
exclusión que afecta al solicitante.

8.- En opinión del Consejo Económico 
y Social el devengo de la prestación econó-
mica de la Renta Básica de Inserción debería 
coincidir con el momento de formulación 
de la solicitud, dado que en ese momento 
ya existen los requisitos que han dado lugar 
a la resolución que declara la existencia 
del derecho subjetivo a la Renta Básica de 

Inserción y no desde el momento en que 
finaliza el procedimiento administrativo 
para la comprobación de la concurrencia 
de dichos requisitos, lo que, por otra parte, 
es el criterio general para determinar el de-
vengo en prestaciones de finalidad análoga 
como las prestaciones no contributivas o el 
subsidio por desempleo.

9.- En opinión del CESRM la refe-
rencia del artículo 2.1. del Anteproyecto 
de Ley a las normas de desarrollo de la 
Ley como fuente para el establecimiento 
de requisitos para poder tener la con-
dición de beneficiario de la prestación 
económica de Renta Básica de Inserción 
supone una deslegalización de un aspecto 
fundamental del derecho subjetivo que el 
Anteproyecto de Ley reconoce, ya que 
de esta forma el poder ejecutivo puede 
limitar el abanico de los posibles titulares 
del mismo (en ningún caso ampliar por-
que siempre deberán cumplirse los requi-
sitos establecidos por la Ley) por la vía 
de incluir en las normas de desarrollo de 
la Ley nuevos requisitos no previstos en 
la misma. Por ello el CESRM considera 
que el ámbito para el desarrollo regla-
mentario en esta importante cuestión debe 
estar limitado precisamente al desarrollo 
y concreción, en su caso, de los medios 
de prueba y otros aspectos procedimen-
tales que necesiten de dicha concreción 
respecto a los requisitos establecidos de 
forma limitativa por el Anteproyecto.

Murcia, a 30 de junio de 2006

Vº Bº
El Presidente del Consejo 
Económico y Social
Antonio Reverte Navarro

El Secretario General del Consejo 
Económico y Social
Isidro Ródenas Ruiz
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